
EDITORIAL CONTENIDO 
Con la finalidad de crear un marco que 
favorezca el intercambio de ideas, el debate 
y la actualización en avances y tendencias en 
el ámbito del derecho fiscal y administrativo, 
es que se difunden en el Boletín Informativo 
los Congresos, Seminarios y demás 
reuniones a nivel nacional e internacional, 
que organice o en los que participe alguno 
de los órganos jurisdiccionales asociados.
Deseando también que su publicación 
sirva para el enriquecimiento intelectual de 
nuestros asociados y lectores.  

Por esta razón, dedicaré este ejemplar a la 
celebración de las IVas  Jornadas Bolivianas 
de Derecho Tributario. Dichas Jornadas  
tuvieron lugar los días 19 al 21 de octubre 
del año en curso, en la ciudad de Santa Cruz 
de la Sierra, Bolivia. 

El evento fue organizado por la 
Autoridad de Impugnación Tributaria 
de Bolivia, miembro de la Asociación 
Iberoamericana de Tribunales de Justicia 
Fiscal o Administrativa, desde octubre de 
2010.  Para el desarrollo de las Jornadas 
Académicas se contó con la participación 
de destacados especialistas nacionales e 
internacionales, quienes expusieron sobre 
los 4 temas  siguientes: “Justicia Tributaria; 
El contrabando en la exportación aduanera; 
El impuesto al valor agregado y el Impuesto 
a los bienes inmuebles y, La determinación y 
prescripción tributaria. Solve et repete”.     

En esta tesitura, me complace compartir con 
Ustedes algunos de los trabajos presentados 
en estas Jornadas y que la Dra. Sonia Larrea, 
a quien agradecemos su colaboración, nos 
envió para su divulgación.    

Empezaremos, con el ensayo del Lic. Juan 
Carlos Maita Michel, Director Ejecutivo 
General de la Autoridad de Impugnación 
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Tributaria, en la cual analiza la figura jurídica 
de contrabando en exportaciones, por ser 
una actividad que está intimamente ligada 
a la evasión fiscal, para ello, inicia por una 
breve introducción acerca de su definición, 
da a conocer sus antecedentes y la situación 
actual que enfrenta Bolivia, identifica los 
métodos  que se han utilizado para medir su 
impacto y determina cual es la regulación 
jurídica boliviana aplicable en la comisión 
de este delito, a efecto de concluir que el 
tratamiento jurídico que se le ha venido 
dando no refleja su verdadera peligrosidad.     

A continuación, la Mag. Sara Isaac Henríquez 
Marín, Presidente del Tribunal Superior 
Administrativo, en su artículo, expresa  que 
el sistema jurídico tributario dominicano 
contempla a los recursos administrativos y  
a los recursos jurisdiccionales, como medios 
de control de la legalidad de los actos dictados 
por la Administración Tributaria, por lo cual 
precisa, explica y analiza la procedencia y 
tramitación de cada uno de ellos.  

De igual manera, la Dra. Soledad Fernández 
Doctor,  Presidente del Tribunal Económico 
Administrativo Central, explica el sistema 
jurídico fiscal español, el cual cuenta con tres 
sistemas de revisión: la administrativa, la vía 
económica-administrativa  y la jurisdicción 
ordinaria. Resalta en su estudio, que es 
necesario agotar la segunda vía antes de 
acudir a la vía jurisdiccional. Y que debido a  la 
organización política y jurídica de España los 
órganos encargados de la actividad revisora 
son: los órganos administrativos del Estado, 
las Comunidades y Ciudades Autónomas, las 
Entidades Locales, los Grandes Municipios, 
los órganos económico-administrativos del 
Estado, Tribunales Superiores de Justicia y 
la Audiencia Nacional.  

Cabe mencionar, que existen otras ponencias 
que estoy seguro resultarán de su interés, 
motivo por el cual, se pondrán a su 
disposición en el portal electrónico www.
aitfa.org

Para concluir, les extiendo un cordial abrazo 
y mis mejores deseos para que el Año Nuevo, 
sea tan sólo el comienzo de un año lleno de 
éxitos.

Cordialmente.

Dr. Alfredo Salgado Loyo
Secretario Ejecutivo
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             Dr. Juan Carlos Maita Michel1  

La experiencia del expositor como 
funcionario público, le ha permitido conocer 
más de cerca la problemática de la evasión 
y por consiguiente la del contrabando en 
exportaciones, por tal razón ha querido 
presentar su humilde aporte sobre el tema 
a través del presente documento, con la 
intención que sea de alguna utilidad de los 
lectores.

Como la evasión fiscal está ligada de una 
u otra forma a la economía informal y al 
contrabando, a continuación se presentan 
algunas consideraciones en tal sentido, 
indicando primero algunas definiciones 
necesarias para la mejor comprensión 
del tema tratado, los antecedentes del 
tema en Bolivia y la situación actual, la 
metodología para calcular el monto que 
representa el contrabando de exportaciones, 
y los mecanismos legales asi las medidas de 
control que se han implementado al respecto, 
efectuando finalmente algunas conclusiones 
que considera importantes.

¿A que se denomina “Contrabando”?

La palabra contrabando, significa comercio o 
producción prohibida, lo ilícito o encubierto, 
la etimología de la palabra viene de “lo 
hecho contra un bando o pregón público”, 
este concepto es muy antiguo; introducción y 
venta de mercancías prohibidas o sometidas a 
derechos arancelarios defraudando derechos 
del tesoro público.

Asimismo hay quienes arguyen que la 
expresión “contrabando”, viene de las voces 
latinas “contra” - oposición, hacer frente 
a - “bannum”, ley o edicto romano. Ezaine 
y Barletti, señalan que ese denominativo 
se aplicó a todos los comportamientos 
que infringían la ley y que posteriormente 
tendrían una relación con lo fiscal.
1 Director Ejecutivo General de la Autoridad 
de Impugnación Tributaria de Bolivia.	

Otros autores como C. Anabalón Ramírez 
han definido al contrabando como “el 
hecho de introducir o extraer del territorio 
nacional mercancías, eludiendo el pago 
de los derechos, impuestos, tasas y demás 
gravámenes que pudiera corresponderle o el 
ejercicio de la potestad que sobre ella tiene 
la aduana, con arreglo a las ordenanzas o 
reglamentos”.

Por su parte la Convención de Nairobi de 
1877 en su artículo primero inc. d) define 
de la siguiente manera al contrabando y 
dice: “the term smuggling jeans Customs 
fraud consisting in the movement of Goods 
across a Customs frontier in any clandestine 
manner...” que traducido al español significa: 
“El término “contrabando” se refiere al 
fraude aduanero que consiste en el tráfico de 
bienes que cruza la frontera aduanera, por 
medio de cualquier modalidad clandestina”.

De estas definiciones y otras tantas que se 
han vertido con referencia al contrabando, 
se observa, que contienen aspectos comunes 
que hacen un concepto “global” con algunas 
particularidades. De ellas se distingue, que la 
comisión de este ilícito, encuentra un espacio 
de aplicación o ejecución mejor definido de 
perpetración en las falencias administrativas 
de control en la extensión de fronteras; en la 
corrupción funcionaria y otros; que no dejan 
de ser un incentivo para que el acto ilícito 
se incremente con efectos insospechados 
en desmedro del Estado y de una empresa 
legalmente constituida.

Como concepción genérica se puede 
resumir como el ingreso ilegal de mercancía 
extranjera a nuestro país burlando los 
controles aduaneros, así como, el mal uso 
de beneficios otorgados exclusivamente a las 
zonas de menos desarrollo, habitualmente 
las zonas fronterizas.

En el aspecto administrativo penal, la obra 
de Derecho Aduanero de los juristas H. 
Alba y M. Alba (1996) señala respecto al 
contrabando, que es un delito de fraude 
contra la Hacienda Pública, consistente en el 
comercio que se hace generalmente en forma 
clandestina, contra lo dispuesto en las leyes; 

EL CONTRABANDO EN 
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tales como operaciones de importación o 
exportación fuera de los lugares habilitados 
al efecto, sin fiscalización de las autoridades 
aduaneras y, extensivamente la elaboración 
clandestina de productos para evadir los 
impuestos fiscales o negociar aquellos al 
margen legal. Los delitos de contrabando 
suelen estar sancionados por leyes especiales. 
Un concepto que fue vertido entonces, fue 
extraído de la Ley Aduanera Española de 1964 
que decía: a) Contrabando es la importación 
o exportación de mercancías sin presentarlas 
para su despacho en las oficinas de aduana. 
b) La tenencia o circulación de mercancías 
en el interior del territorio, vulnerando 
los requisitos legales o reglamentarios, 
especialmente establecidos para acreditar 
su lícita importación. c) Las operaciones 
realizadas con productos estancados o 
prohibidos, incumpliendo las disposiciones 
legales o reglamentarias que las regulan. 
d) La exportación no autorizada de obras y 
objetos antiguos o de los calificados de arte.

Antecedentes.

Los antecedentes históricos de la presencia 
del contrabando en Bolivia, se remontan a la 
década del cincuenta, donde el país enfrentaba 
un contrabando de exportación, debido 
principalmente a los efectos originados por 
los niveles artificiales del tipo de cambio. 
Posteriormente, a mediados de la década 
de los setenta, resultado de desequilibrios 
comerciales se evidenció la presencia de un 
sostenido incremento en la internación ilegal 
de mercadería, atribuida principalmente a: la 
situación monetaria en determinados países 
a cuyos mercados se dirigió una fuerte 
demanda de los contrabandistas.

Durante estos últimos años han proliferado 
las actividades comerciales, como resultado 
del favoritismo otorgado por los gobiernos 
de turno lo que ha derivado en la propagación 
e instalación de grandes mercados negros 
en todas las capitales de nuestro país, 
llegando a conformar peligrosos canales 
de comercialización de mercadería de 
contrabando, cuya tributación se reduce tan 
sólo a regímenes especiales impositivos y de 
bajo impacto en términos de recaudaciones 

tributarias, que junto a la inapropiada 
interpretación de la libertad de comercio 
viene produciendo serios problemas de 
competencia desleal e incremento de la 
informalidad en la economía boliviana en 
desmedro de las actividades legalmente 
establecidas.

En el caso de nuestra legislación, el 
tratamiento jurídico que se dado al tema 
del contrabando no refleja su verdadera 
peligrosidad, ya que la forma de extinción 
del delito - contrariamente a la mayoría de la 
legislación comparada - provee la extinción 
ni bien se proceda a la “recaudación” del 
tributo omitido antes que la intimación 
por el crimen sancionado, aspecto que 
demuestra que los efectos reales que 
genera la comisión de este delito se asumen 
superfluamente, como si se tratase de una 
simple contravención, redimible siempre y 
cuando se abonen las multas previstas por la 
codificación y el tributo.

Efectuando una retrospectiva del contrabando, 
primero bajo la concepción de la Ley 1340 de 
1992 (anterior Código Tributario), tenemos 
que su articulo 100 contenía la redacción de 
lo que se consideraba contrabando y decía: “. 
. . es un delito de orden público que consiste 
en la ilícita circulación, tráfico, comercio 
o tenencia de productos primarios.......”, 
el art. 103 señalaba: “...En todos los casos 
se entiende que el contrabando es doloso 
salvo prueba en contrario...”, por su parte 
el art. 107 citaba: “…No se aplicará pena 
de privación de libertad sin perjuicio de las 
sanciones establecidas en el art. 106 inciso 2 
y 3. . . .a) Cuando el valor de las mercancías 
objeto de contrabando no exceda de diez mil 
bolivianos (Bs. 10.000.-) El monto expresado 
precedentemente se actualizaba anualmente 
de acuerdo a lo establecido en el art. 59 de 
esa Ley. El Ministerio de Finanzas dictaba la 
norma administrativa fijando el nuevo monto 
que regiría a partir del 1ro. de enero del año 
siguiente.

Posteriormente, la Ley General de Aduanas 
de 1999 en su art. 166, establecía y tipificaba 
en los incs. a) hasta j), todas los actos que 
constituían el delito de contrabando y además 
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agregaba que el “delito de contrabando no 
quedaría desvirtuado al no estar gravadas 
las mercancías con el pago de los tributos 
aduaneros. Asimismo el art. 167 de la citada 
ley, consideraba que las penas que se debían 
imponer por la comisión del delito, es decir 
que no se consideraba disgregación por 
cuantía, por lo que el resultado de la comisión 
del ilícito era la de privación de libertad sea 
cual fuera la cuantía. Esta redacción, hacía 
la principal diferencia con respecto a la Ley 
1340 derogada por la Ley 1990.

Sin embargo, la Ley 2492 (CTB) que a 
tiempo de derogar los artículos 166 y 167 
por la Disposición Final Décima Primera del 
Código Tributario, que fueron incorporados 
en la Ley 2492 en el Art. 181, le dio vida una 
vez más a lo establecido por la Ley 1340, 
con un denominativo más particularizado 
como “contrabando contravencional”. Así 
el art. 181 dice ......Comete contrabando 
el que incurra en alguna de las conductas 
descritas a continuación: a) Introducir o 
extraer mercancías a territorio aduanero 
nacional en forma clandestina o por rutas 
u horarios no habilitados, eludiendo 
el control aduanero. Será considerado 
también autor del delito el consignatario o 
propietario de dicha mercancía”. En este 
inciso se alude la “clandestinidad” que 
sugiere ocultación, ilegalidad y añade la 
introducción de mercancías por horarios 
y rutas no habilitadas, que es una de las 
formas del contrabando clásica. b) Realizar 
tráfico de mercancías sin la documentación 
legal o infringiendo los requisitos 
esenciales exigidos por normas aduaneras 
o por disposiciones especiales. En este caso 
elemento que hace al hecho, es la ausencia 
del Manifiesto Internacional de Carga y/o 
la Declaración única de Importación (DUI), 
y, que también puede ser exigida expost, no 
constando de esta manera la introducción de 
la mercancía a territorio nacional. c) Realizar 
transbordo de mercancías sin autorización 
previa de la Administración Tributaria, salvo 
fuerza mayor comunicada en el día a la 
Administración Tributaria más próxima. d) 
El transportador que descargue o entregue 
mercancías en lugares distintos a la Aduana, 
sin autorización previa de la Administración 

Tributaria. Esta disposición tiene estricta 
relación con lo dispuesto por los arts. 109 y 
110 de la Ley General de Aduanas, cuando 
se incumple dichas disposiciones.

e) El que retire o permita retirar de la zona 
primaria mercancías no comprendidas en 
la Declaración de Mercancías que ampare 
el régimen aduanero al que debieran ser 
sometidas. En este caso, la antijuricidad 
radica en la violación de las formalidades 
aduaneras dispuesta en el Titulo IV, Capítulos 
1 y II . f) El que introduzca, extraiga del 
territorio aduanero nacional, se encuentre 
en posesión o comercialice mercancías cuya 
importación o exportación, según sea el 
caso, se encuentre prohibida. Al efecto las 
disposiciones relativas se encuentran en el 
Reglamento de la Ley General de Aduanas 
arts. 117 y 118 y los Decretos Supremos 
27340, 27341, 27627, 27590, 26510; la 
Ley 1008 y otros. Existen otras mercancías 
cuya posesión, fuera de su tráfico se hallan 
ya alcanzadas por las normas penales, tales 
como los estupefacientes o las substancias 
radiactivas. (Art. 206 CP). Sin olvidar las 
disposiciones referentes al gas licuado 
(garrafas).

g) La tenencia o comercialización de 
mercancías extranjeras sin que previamente 
hubieren sido sometidas a un régimen 
aduanero que lo permita. Esta disposición, 
hace referencia a los denominados depósitos 
clandestinos, donde existe mercadería 
introducida ilegalmente. Finalmente el 
artículo 181 mencionado añade, que el 
contrabando no quedará desvirtuado aunque 
las mercancías no estén gravadas con el pago 
de tributos aduaneros. Sin embargo, una figura 
que ha creado una suerte de desconciertos y 
polémica, es la que contempla el Art. 181 
de la Ley 2492 (CTB) con referencia a las 
sanciones aplicables en sentencia por el 
Tribunal de Sentencia en materia tributaria 
son: I. Privación de libertad de tres (3) a 
seis (6) años, cuando el valor de los tributos 
omitidos de la mercancía decomisada sea 
superior a UFVs 10.000 (Diez Mil Unidades 
de Fomento de la Vivienda.” Monto y 
sanciones modificados a UFV’s 50.000 y de 
5 a 10 años de acuerdo con el art. 21-1, II y 
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III de la Ley 100 de 0404-2011 y el art. 6 de 
la Ley 037 de 1010812010 respectivamente; 
donde nuevamente, se efectúa una suerte 
de disgregación en razón de la cuantía, y 
de competencia, ya que su procesamiento 
por tratarse de una contravención debe 
dilucidarse en sede administrativa.

La Ley General de Aduanas de 1999 que 
contemplaba dentro de su redacción la 
figura del contrabando bajo otra concepción, 
no establecía cuantía y al contrario de la 
Ley 2492, sancionaba con privación de 
libertad el acto doloso como es el delito 
de contrabando. Recordemos que la Ley 
1990, fue derogada por la Ley 2492, y, 
volvió a poner en vigencia un artículo ya 
derogado que contenía la Ley 1340; por 
supuesto, con una redacción más singular 
y, bajo el denominativo de contrabando 
contravencional, que propende a efectuar 
una disgregación de cuantía, competencia, 
y discrimina la conducta delictiva en razón 
del monto, aspecto que resulta atentatorio al 
propio Estado por el daño económico que 
causa. Esta disposición, ha merecido severas 
críticas, por considerarse un retroceso a la 
Ley General de Aduanas, que sólo ameritaba 
su perfeccionamiento a través de reformas 
y/o ajustes de forma; pero fundamentalmente 
que quería el fortalecimiento institucional de 
la propia Aduana. Sin embargo, con la Ley 
2492, la formulación represiva del delito 
de contrabando pareció no tomar en serio 
su peligrosidad, por lo que esa redacción 
requirió posteriormente modificaciones que 
endurecen las penas y las multas, como 
veremos después, que son tradicionalmente 
configuradas como eficiente medio disuasivo 
para el criminal económico, fuera de las penas 
de presidio. Al respecto, es importante tomar 
en cuenta que las contravenciones aduaneras 
descritas en la Ley General de Aduanas han 
sido objeto de graduación en cuanto a las 
penas, considerando lo establecido por el art. 
285 del Reglamento de la propia Ley, las que 
deben ser consideradas por Resoluciones de 
Directorio.

Sin embargo, la figura que más llamó la 
atención y ha sido motivo de discusiones 
es la del Presupuesto General de la Nación 

2009, que introdujo modificaciones a la 
Ley de Aduanas y el Código Tributario. 
El Contrabando inferior a $us. 40 mil no 
tendría sanciones penales. El Gobierno 
aseguró que esos ajustes pretendían dar 
celeridad a los procesos aduaneros. A 
partir de 2009 los dueños de mercadería de 
contrabando inferior a los 40.000 dólares 
sólo recibirían una sanción mínima que no 
superará los 1.025 dólares. El Presupuesto 
General de la Nación (PGN) 2009 introdujo 
modificaciones al Código Tributario 
ampliando el margen para que la actividad 
ilícita sea juzgada penalmente sólo cuando 
esté en juego mercadería valorada en sumas 
millonarias. Las personas que cometían el 
delito podrían ser sancionadas penalmente 
y encarceladas sólo si los tributos omitidos 
por su mercancía decomisada superan las 
200.000 Unidades de Fomento a la Vivienda 
(UFV5), es decir, unos 40.993 dólares 
(289.824 bolivianos) El Proyecto del PGN 
en su artículo 56, modificó los montos de 
sanción contra el contrabando establecidos 
en el artículo 181 del Código Tributario 
vigente desde el 2003. “Se modifica el monto 
de los numerales 1, II, y IV del artículo 181 
de la Ley 2492 de 2 de agosto de 2003, de 
10.000 UFV a 200.000 UFVs.”. El ajuste se 
justificó pues apuntaba a sancionar por la 
vía administrativa y de la manera más ágil 
a los responsables de introducir mercadería 
de menor cuantía, que por la demora de los 
procesos judiciales no se castiga. De esta 
manera también se liberaría de una carga 
a los pocos fiscales aduaneros que existían 
entonces manejando alrededor de 200 
casos de contrabando cada uno. Esta última 
redacción, también requirió posteriormente 
modificaciones donde se estableció que a 
partir de las 50.000 UFV se consideraría 
como delito, ya que la mercadería producto 
del contrabando (vehículos, ropa usada y 
productos chinos) ha inundado el país sin 
contar incluso con el registro del Servicio 
Nacional de Sanidad Agropecuaria e 
Inocuidad Alimentaría (Senasag).
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Estimación del Contrabando en 
exportaciones

La ilegalidad del comercio en Bolivia ha 
sido motivo de estimaciones de diferentes 
organismos públicos y privados, pues no 
solo supone la introducción a nuestro país 
de mercancías de manera irregular, sino 
que también involucra a las exportaciones 
ilegales y actividades de generación de 
divisas que no son reportadas ni capturadas 
por las estadísticas oficiales. Los ingresos 
ilegales, como se ha ido reiterando a lo 
largo de este documento, impactan en 
las recaudaciones fiscales y deterioran el 
empleo doméstico en el sector productivo. 
Pero además el contrabando está ligado a 
otros problemas mucho más graves como el 
lavado de dinero, vinculado a producción de 
estupefacientes.

Al ser una actividad ilegal no existen registros 
de contrabando y tampoco estadísticas sobre 
su evolución, en consecuencia, a lo largo 
del tiempo varios han sido los esfuerzos que 
se han realizado por calcular de diversas 
formas de cuánto puede representar esta 
actividad en la economía, y al tratarse de 
estimaciones, las cifras que se han manejado 
son diversas. En algunos casos, los métodos 
usados han sido menos rigurosos que en 
otros, donde se ha incurrido en errores 
asumiendo coeficientes y parámetros de 
estudios previos como constantes que se 
aplicaron a nuevas cifras del PIB, o como 
porcentajes de las importaciones legales. El 
uso de este tipo de información ha conducido 
a estimaciones muy polémicas por su 
magnitud y ciertamente se han convertido 
en factores de debate en el ámbito político 
antes que técnico. El resultado fue una 
sobreestimación del contrabando que puso 
en duda el análisis.

Los estudios más antiguos consultados datan 
de la década pasada, donde se ha encontrado 
un contenido de método más riguroso respecto 
a los estudios más recientes. En los trabajos 
realizados por Nogales y Asociados se 
aplicaron al menos dos métodos importantes 
que son los de Diferencias y el de equilibrio 
en Usos y Fuentes de la Balanza de Pagos. 

En los cuadros siguientes se presenta un 
resumen de las cifras estimadas en varios 
estudios y para diferentes períodos. Además 
de los datos referidos a los autores, se tiene 
un breve comentario sobre el método de 
cálculo y sus implicaciones. (Ver Anexo 1)

De estas estimaciones y del cuadro 
precedente se pueden extraer algunas 
conclusiones relevantes: primero, existe una 
cantidad importante de estudios sobre el 
contrabando y los citados no necesariamente 
son todos. Segundo, para un mismo período 
donde coinciden varios estudios, inclusive 
del mismo autor, existen diferentes valores 
estimados para el contrabando. Lo que 
esto está mostrando es la complejidad 
en la estimación de este dato y también 
otra deficiencia importante que se anota a 
continuación. La mayor parte, sino todos los 
estudios analizados en este trabajo, que son 
posteriores al primero de Nogales, asumen 
parámetros de ese estudio como constantes 
en el tiempo. Se toman coeficientes, como 
el porcentaje de contrabando en relación 
a las reexpediciones de Zofri (80 a 90 por 
ciento), como valores constantes o supuestos 
en el tiempo, y se asume en el cálculo de 
contrabando según CUODE los parámetros 
que encontró Nogales para otros períodos. 
Igualmente, se asume que el contrabando de 
bienes de consumo es siempre igual al 100 
por ciento de las importaciones legales de 
estos productos o 20 por ciento en los bienes 
de capital, y finalmente 7 a 8 por ciento del 
PIB. Por supuesto que el PIB nominal crece 
y por la simplicidad de aplicar ese coeficiente 
constante a un PIB más alto se concluye 
rápidamente que el contrabando ha subido. 
Lo propio sucede con las otras variables y 
en el fondo, no existe una nueva estimación 
sino una extrapolación de coeficientes que 
muy probablemente no son constantes y 
válidos para todo período.

Un grupo de consultores especializados 
realizó un reciente estudio sobre el comercio 
exterior ilegal en Bolivia a requerimiento 
un organismo empresarial, cuyos resultados 
incluyen cifras hasta el año 2008, donde se 
tiene un cálculo de las exportaciones ilegales 
a través del Método de Balanza de Pagos.
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Método de Balanza de Pagos

La Balanza de Pagos es el registro de 
las transacciones internacionales de los 
residentes de una economía con el resto 
del mundo. Este balance se confecciona 
en moneda extranjera, pues mide los 
flujos netos de divisas entre el país y las 
otras economías. Por ejemplo, una cuenta 
corriente de Balanza de Pagos superavitaria 
podría reflejar un saldo comercial favorable, 
de modo que las exportaciones exceden 
por mucho a las importaciones. Así, se 
tiene una acumulación neta de divisas que 
tienen un uso o destino final. Pueden ser 
usadas para acrecentar el stock de Reservas 
Internacionales Netas del Banco Central 
o pueden acrecentar las reservas de todo 
el sistema, donde se incluyen a los bancos 
privados. Finalmente, esas divisas pueden 
ser utilizadas para financiar la importación 
de bienes y servicios.

Un concepto básico de la contabilidad es 
el equilibrio entre las fuentes y usos de 
recursos. En el marco de la Balanza de 
Pagos, lo citado significa que en equilibrio, 
el monto correspondiente a las fuentes de 
divisas debe ser igual al uso de las mismas. 
Las fuentes de divisas son todas aquellas 
actividades que permiten acumular moneda 
extranjera; por ejemplo, las exportaciones de 
bienes y servicios que son canceladas a los 
exportadores en dólares. Lo propio sucede 
con la Inversión Extranjera Directa que 
genera un flujo de recursos nuevos al país. 
También son fuentes las Transferencias al 
sector público que es el crédito externo neto 
que recibe el Estado. En el ámbito privado el 
Capital de Corto Plazo al Sistema Financiero 
y Otros Ingresos de Divisas también son 
fuentes. Durante los últimos años, producto 
de la bonanza externa que ha vivido el País, 
se ha registrado un superávit en Balanza de 
Pagos. Esto significó saldos favorables tanto 
en cuenta corriente como en cuenta capital. 
El primero estuvo fuertemente influido por 
los extraordinarios niveles de exportación 
(gas y otros) y los flujos de remesas. El 
segundo se debe a una condonación de 
Deuda Externa, que superó los US$ 3500 
millones, de modo que las transferencias por 

amortización de deuda y pago de intereses 
se redujeron sustancialmente. A su turno, las 
ganancias en reservas fueron positivas pero 
proporcionalmente menores a los saldos en 
la Balanza de Pagos. Esto significa que hubo 
diferencias no explicadas que regularmente 
se contabilizan en la partida “Errores y 
Omisiones”. En consecuencia, los montos 
positivos de la cuenta corriente mas la 
cuenta Capital han sido atenuados con un 
saldo negativo de “Errores y Omisiones” 
de forma tal que el saldo sea exactamente 
a igual a la acumulación de reservas. Lo 
descrito es parte de la mecánica común con 
la que se construye la Balanza de Pagos. 
También, ello implica que la cuenta “Errores 
y Omisiones” está, en el fondo, reflejando 
ingresos de divisas no registradas, que serán 
calculadas por el lado de los Usos de acuerdo 
al siguiente método. El objetivo del cálculo 
es determinar las fuentes no declaradas a 
partir de datos exógenos determinados en el 
“Uso de Divisas”. Así, se toman los valores 
del Aumento de Reservas Internacionales 
Netas, las Importaciones Ilegales e ilegales 
y los Errores y Omisiones, todo lo citado 
como destinos o uso de reservas. Entonces, 
por diferencias se calculan, en el caso de 
las Fuentes de Divisas, las “Exportaciones 
Ilegales”, las que incluyen por el principio 
de equilibrio los montos correspondientes a 
Errores y Omisiones.

Con algo de algebra elemental se explica 
cómo se despejarán algunas ecuaciones 
básicas para tener como variable dependiente 
a las exportaciones ilegales que es el concepto 
que se quiere determinar, pues se busca 
saber, cuántos son los ingresos de divisas 
no registrados, de los cuales la mayoría 
corresponden a exportaciones asociadas al 
narcotráfico.

Para ello el estudio consideró las siguientes 
definiciones:

BDP: Saldo en Balanza de Pagos
CC: Saldo en Cuenta Corriente 
CK: Saldo en Cuenta Capital
X: Exportaciones Totales
M: Importaciones Totales
RNI: Reservas Internacionales Netas
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TUC: Transferencias Unilaterales Corrientes
XI: Exportaciones Legales 
Xi: Exportaciones Ilegales
MI: Importaciones Legales
Mi: Importaciones Ilegales
TDK: Transferencias de Capital 
IED: Inversión Extranjera Directa
 IC: Inversión de Cartera
OK: Otro Capital
Var. RIN: Variación de Reservas 
Internacionales Netas
EyO: Errores y Omisiones

En base a ellas se construyen las siguientes 
identidades:

(1) BDP = CC + CK
(2) CC = X — M + RNI + TUC
(3) X = X 1 + X i
(4) M = M 1 + M i
(5) CK = TDK + IED+ IC + OK
(6) BDP = Var. RIN + EyO
(7) (X - M + RNI + TUC) + (TDK + IED+ IC 
+ OK) = Var. RIN + EyO 

Reemplazando (3) en (7) y agrupando según 
“Fuentes y Usos”

FUENTES = USOS

(8) Xi + (TUC+ TDK + IED +IC + OK + XI) 
= M + Var. RIN + EyO

Resolviendo para Xi

La identidad (9) permite entonces determinar 
el ingreso de divisas no declaradas, que 
en la nomenclatura usada se asocian a 
exportaciones no legales. Dentro esta 
categoría se incluyen los ingresos que no han 
podido ser capturados por la contabilidad y 
que han quedado calculados como residuo 
en la cuenta “Errores y Omisiones”.

En suma, aplicando la identidad (9) a las 
cifras de Balanza de Pagos, se calculan 
los ingresos irregulares de divisas y de esa 
manera queda cerrado el análisis del circuito 
contrabando - exportación ilegal (ventas 
externas de estupefacientes).

Usos de Divisas

En esta sección se analizan los tres 
componentes de “Uso de Divisas”: 
Variación en Reservas Internacionales 
Netas, Importaciones y Errores y Omisiones. 
En el Anexo 2 se presenta el detalle de la 
Balanza de Pagos, que incluye las cifras 
correspondientes para el periodo 2000 - 
2008. 

Con esos datos se ha construido los siguientes 
cuadros que resumen el comportamiento de 
éstas variables. 

Importaciones

En el cuadro siguiente se presenta el 
valor de las importaciones, donde se 
toma como dato exógeno el contrabando 
estimado en la sección anterior. El total 
general de importaciones corresponde a las 
internaciones legales de bienes y servicios 
más las ilegales. ( Ver Anexo 2.A)

Variación de Reservas

Las Reservas Internacionales Netas 
registraron un incremento de US$ 2374 
millones, para 2008. Este aumento de 
reservas registrado con signo negativo 
muestra una ganancia de Reservas (Ver 
cuadro 5).

Errores y Omisiones

El registro de la cuenta “Errores y Omisiones” 
es calculada por diferencia entre el Saldo 
de Cuenta Corriente y Cuenta Capital y el 
Incremento de Reservas.

Para 2008, Errores y Omisiones registró US$ 
101 millones (Ver cuadro 29).Hasta aquí, 
todos los componentes del “Uso de divisas” 
han sido determinados exógenamente.

Fuentes de Divisas

En el cuadro 2 presenta la evolución de la 
Inversión Extranjera Directa junto a las 
transferencias de Capital, Inversión en 
Cartera y la Renta Neta de las Inversiones. 
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Este componente de fuente de divisas 
muestra, a partir del año 2003, una tendencia 
negativa con montos de des-inversión neta 
superiores a los US$ 700 millones como en 
el año 2005. El cuadro 2 toma los valores 
de la Balanza de Pagos y tampoco supone 
cálculos adicionales. (Ver Anexo 2.B)

En el cuadro 3 se presenta un segundo 
componente de las “Fuentes de Divisas”; se 
trata de las Transferencias Netas al Sector 
Público que son la diferencia entre los 
desembolsos de deuda externa y su servicio, 
tomando en cuenta intereses y capital. (Ver 
Anexo 2.C)

 A partir del año 2005 y con énfasis el 2006, 
las transferencias se hacen pequeñas o 
negativas. La economía ha experimentado 
un flujo inusitado de divisas por la bonanza 
externa y los altos precios de las materias 
primas. En tal contexto fue muy baja 
la necesidad de endeudamiento externo 
adicional, además que el país había 
concluido un acuerdo con el FMI, mismo 
que no ha sido renovado. Es importante 
anotar que en el pasado este tipo de acuerdos 
fueron requisitos para desembolsos de otros 
organismos multilaterales. Finalmente, la 
formidable condonación de Deuda Externa 
significó menores pagos por concepto 
de amortizaciones a capital e intereses 
devengados.

En el cuadro 4 se detallan, bajo el 
rubro de “Otros ingresos de divisas”, lo 
correspondiente a las “Transferencias 
Unilaterales Corrientes” que incluyen las 
remesas privadas, bajo el denominativo 
de Renta del Trabajo y otras transferencias 
oficiales al sector público. (Ver Anexo 2.D)

En el cuadro 5 se presenta el cálculo de la 
Disponibilidad de Divisas para Importar, 
donde se consolida la información de los 
cuadros previos. Este dato es necesario para 
el cálculo del equilibrio final entre “Fuentes 
y Usos de Divisas”. (Ver Anexo 2.E)
 
En el cuadro 6 se presenta el resultado 
central de esta sección, referido los 
ingresos no registrados de divisas. El 

componente principal de esta categoría 
son las exportaciones ilegales, vinculadas 
al Narcotráfico. Otros ingresos de divisas 
menores y no registrados podrían vincularse 
a remesas no declaradas o no registradas por 
los sistemas de captura de información. (Ver 
Anexo 2.F)

La línea sombreada que se designa con 
el rótulo de exportaciones ilegales está 
englobando los dos conceptos citados en el 
anterior párrafo. No ha sido posible desglosar 
este rubro en sus componentes; sin embargo, 
dado que el principal ingreso de divisas no 
declaradas está vinculada al narcotráfico, 
se concluyó que las cifras obtenidas 
corresponden principalmente a dicho rubro. 
El cuadro 6 presenta la estimación de la 
otra cara de la moneda en la estimación de 
contrabando: ingresos no declarados de 
divisas, contrabando de exportaciones o en 
gran medida, narcotráfico.

El gráfico 9 presenta la evolución de estas 
dos estimaciones, completando el objetivo 
de contar con una valoración integral de 
ambas variables. Una primera anotación 
es la tendencia similar que siguen las dos 
series. Esto es una confirmación de lo que 
se anunció intuitivamente al inicio de ese 
estudio. Si suben los ingresos ilegales de 
divisas, suben las importaciones ilegales. 
Una causa es el lavado, pero también el solo 
hecho que exista más divisas hace que se 
estimulen las importaciones. De hecho, la 
abundancia de divisas ha sido acompañada 
con una caída en su precio: el dólar ha 
bajado desde algo más de 8 bolivianos a 
7.07. Un segunda apreciación tiene relación 
con un momento de corte en la tendencia de 
las dos series. Existe un período en el que 
la pendiente de ambas curvas se hace más 
pronunciada.

En materia de contrabando se tiene un 
promedio aritmético de US$ 354 millones 
entre el año 2000 y 2005. Para el período 2006 
y 2008, se habría alcanzado un promedio 
de US$ 846 millones anuales. En el caso 
de los ingresos de divisas no declaradas, 
el promedio anual para el período 2000 - 
2004 alcanzó US$ 324 millones, mientras 
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que para el período 2006 - 2008 la cifra 
correspondiente subió a US$ 850 millones 
anuales. (Ver Anexo 3)

Lo que se ha encontrado en este estudio 
no es otra cosa que la confirmación técnica 
y formal de algo anunciado abiertamente 
desde hace mucho tiempo. El incremento de 
productos importados en todos los mercados 
informales del país; los reportes oficiales 
de la Aduana y el período de bonanza para 
ciertos sectores, junto a la caída del dólar, 
son todos anuncios de un incremento en el 
contrabando. Por otra parte, los reportes de 
incremento en la producción de la hoja de 
coca; los reportes de Naciones Unidas; la 
información del propio Estado y sus órganos 
como la Fuerza Especial de Lucha Contra el 
Narcotráfico (FLCN); los reportes de satélite 
y todo lo que los medios de comunicación 
anunciaron en el último tiempo, solo 
confirman el incremento en la exportación 
de estupefacientes.

¿Qué es el contrabando de exportación?

Tradicionalmente al hablar de contrabando 
nos referimos a la importación ilegal de 
mercancías, sin embargo es importante no 
perder de vista que este tráfico ilegal de 
mercancías toma varias vías:

  • Declarando menos mercancía de la que 
realmente ingresa o extrae. 

 • Ingresando mercancía sin declararla 
(oculta) y así no tributar.

   • Ingresando mercancía prohibida. (Tráfico 
Ilícito de Mercancías).

 • Extrayendo mercancía de la zona 
beneficiada para comercializarla

Bajo esta perspectiva el contrabando de 
exportación en nuestro país se manifiesta 
fundamentalmente a través de:

 • Contrabando de Combustibles y 
Carburantes

El comercio ilegal de combustibles a países 
vecinos como Perú, Argentina y Brasil 
generó a Bolivia el 2010 una pérdida de 150 
millones de dólares, cifra que este año puede 
duplicarse. El combustible sale del país por 
las localidades de Cobija, en el norte de 
Bolivia, fronterizo con Brasil, por Villazón 
(sur), en la frontera con Argentina, y por 
Desaguadero (oeste), en la frontera con Perú.

Con el propósito de frenar este contrabando 
el pasado año el gobierno nacional decidió 
incrementar el coste de los carburantes de 
57% a 82%, medida que anuló cinco días 
después por la presión de varios sectores 
sociales, con lo que el gobierno admitió 
que el control de esta actividad irregular es 
difícil, debido a que los pobladores de estas 
zonas fronterizas recurren a modos inusuales 
para desviar el diesel, la gasolina o el gas 
licuado al otro de lado de la frontera.

En el caso de las exportaciones ilegales de 
gas licuado de petróleo (GLP) desde Bolivia 
a los distintos países fronterizos, ello se debe 
a que el alza de los precios internacionales 
del petróleo hace más atractivo al subsidiado 
producto boliviano. Los subsidios del 
Gobierno de Bolivia significan por ejemplo 
que una garrafa de 20kg se vende a 21 
bolivianos ($us2,72) en La Paz por ejemplo, 
pero en Perú se puede vender a 58 bolivianos. 
Este subsidio al GLP cuesta al Estado más de 
$us30 millones al año.

La subvención a los carburantes y la compra 
de gasolina y diésel para el mercado interno 
tuvo el 2010 un costo aproximado de 
$us 1.040 millones. Este año, la Ley del 
Presupuesto General del Estado del 2011 
asignó para el mismo fin $us 1.020 millones. 
De este monto, se estima que cerca de $us 
500 millones se destinarán a la subvención.

En cuanto al control de la exportación ilegal 
de los carburantes y combustibles, se trata 
de un tema de orden compartido, en el que 
no sólo está la Aduana Nacional de Bolivia, 
sino que debe haber un trabajo coordinado y 
una estrategia entre las Fuerzas Armadas, la 
Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
(YPFB) y el Ministerio de Hidrocarburos.
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Respecto al tema de la subvención, la 
situación en Bolivia es muy compleja, ya 
que a diferencia de países vecinos como 
Perú, Paraguay, Brasil, Uruguay y Chile, 
éstos practican precios internacionales en 
su mercado interno. Nosotros sin embargo 
subvencionamos varios de nuestros 
productos a través fundamentalmente de la 
exportación de gas, como ejemplo, en el caso 
del diesel, la subvención se estima en cerca 
al 60% de lo que se consume y se prevé que 
en cuatro años más se importara casi el 100% 
con una factura cercana a los 1,000 millones 
$us./año. Estas importaciones representan 
entre el 45% a 65% de lo que se recauda 
en impuestos por las exportaciones de gas 
a Brasil y Argentina, en contraposición a 
ello la exploración en líquidos, fruto de los 
subsidios y de altos tributos en boca de pozo, 
está casi paralizada.

Los países subsidian los hidrocarburos con 
buenas intenciones y protegiendo al pueblo, 
pero no se dan cuenta de que los mismos, 
generalizados, en el largo plazo, son muy 
perversos y van contra la eficiencia y 
favorecen menos a los que más necesitan. Por 
eso, el subsidio debe tratar de ser focalizado 
y debe tener tiempo de duración. Venezuela, 
como ejemplo, subsidia fuertemente los 
combustibles para su mercado interno, pues 
tiene las reservas más grandes de petróleo 
y aun ostenta buena producción por lo que 
todavía puede darse el lujo de subsidiaria 
gasolina y diesel, situación que no ocurre 
en Bolivia. Pero en realidad quienes mas 
se benefician por esta coyuntura son por 
supuesto los que más tienen, en términos 
reales económicos.

   • Contrabando en exportaciones de 
alimentos

En el caso de este tipo de productos, al 
igual que en el tema de los combustibles 
y carburantes, el negocio de exportación 
ilegal de estos producto resulta un negocio 
atrayente fundamentalmente por las altas 
ganancias y réditos que este comercio ofrece, 
debido a la diferencia en los precios de estos 
productos en comparación con los de los 
países a los que se comercia, los que resultan 

altamente atractivos (Como ejemplo, en 
el caso del azúcar en Desaguadero y otras 
poblaciones del territorio peruano de Puno, 
el kilo de este producto se comercializa en 
3,50 nuevos soles, equivalente a Bs8,80 al 
tipo de cambio, según datos extractados 
de la web del Ministerio de Agricultura de 
Perú). Debido a ello el Gobierno nacional se 
vio obligado a dictar diversas disposiciones, 
entre ellas los Decretos Supremos 29460, 
29524, 373, 435, 453. 501 y 671 que prohíben 
y/o restringen la exportación de trigo, arroz, 
azúcar, caña de azúcar, maíz y soya, así 
como sus derivados. También se encuentra 
restringida la exportación de aceite en bruto 
de soya, aceite refinado de soya, aceite crudo 
de girasol y aceite refinado de girasol. A 
esas restricciones se suman las carnes de 
res, pollo, arroz chancaca y el maíz para la 
siembra. Estas medidas se dieron bajo el 
argumento de cubrir primero las necesidades 
del mercado interno, que se encontraba 
desabastecido y como una medida adicional 
para frenar el proceso inflacionario en curso.

Sin embargo, la prohibición de las 
exportaciones es una medida que conlleva 
a una serie de situaciones perjudiciales que 
finalmente van a afectar a la población y al 
país, pues generan una disminución de la 
demanda por productos, lo que se traduce 
en una disminución de la producción por 
parte de las empresas y de los productores, 
al disminuir la oferta de productos, estos se 
convierten en bienes escasos, lo cual, genera 
a su vez un aumento de los precios y termina 
en una espiral inflacionaria, que sumada a 
la desconfianza del sector productivo en la 
política económica actual, genera un círculo 
vicioso de la pobreza económica en el país. 
Los resultados de este círculo vicioso, son 
entre otras cosas; menor oferta o escasez de 
productos, desempleo, aumento de precios y 
espiral inflacionaria.

El sector exportador, a diferencia de cualquier 
otro sector empresarial, además de generar 
empleo y capacitación de su personal, genera 
en contrapartida el ingreso de divisas a la 
balanza comercial que se refleja directamente 
en la situación económica del país; abre 
las fronteras proveyendo a mercados del 
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exterior de productos bolivianos, donde en su 
mayoría existe el valor agregado del trabajo 
mediante la transformación de la materia 
prima en productos acabados o preparados 
para su industrialización, caso de la madera 
convertida en muebles, de la soya en aceite, 
de los cortes deshuesados de carne, para citar 
algunos de esos casos.

Abrir mercados en el exterior requiere una 
labor de muchos años, mucha inversión 
y mucho sacrificio. Debe conseguirse la 
aceptación de productos y bienes donde la 
competencia es enorme y sin contemplaciones. 
Abrir mercados es muy difícil, pero perderlos 
es muy fácil. La aplicación de los citado 
Decretos Supremos, así fuere por un lapso 
corto, genera desconfianza de la seriedad 
del exportador en los clientes por el sólo 
incumplimiento en los plazos y cantidades 
establecidas en los contratos de provisión 
de ventas a los mercados del exterior, lo que 
hace que se busque a la competencia con 
mejores posibilidades de cumplimiento. Ese 
mercado externo perdido es de muy difícil 
recuperación.

Por ello, las medidas que se encuentran en la 
prohibición de exportaciones, van en directo 
perjuicio de la competitividad del sector 
exportador boliviano, ya que se produce 
reducción de fuentes de empleo, generando 
aumento del desempleo; disminución del 
ingreso de divisas y la consiguiente reducción 
de las reservas internacionales y no mejora 
la provisión del mercado interno, porque los 
productos de exportación ni en las mejores 
situaciones de envío de grandes cantidades, 
producen el desabastecimiento interno.

  • Contrabando en la exportación de 
Minerales

El boletín “Cifras”, del Instituto Boliviano 
de Comercio Exterior (IBCE), informó 
recientemente que la exportación de plata 
pasó de 302 a 542 millones de dólares; de 
zinc, de 387 a 407 millones; de estaño, de 
130 a 215 millones; de plomo, de 64 a 93 
millones; de oro, de 38 a 82 millones y de 
antimonio de 15 a 21 millones. Con precios 
hacia el alza, las exportaciones bolivianas de 

minerales podrían superar los 3 mil millones 
de dólares hasta fines de año, desplazando 
así al gas natural como el principal rubro 
generador de divisas para el Estado boliviano, 
según datos del INE publicados y analizados 
en este boletín. De acuerdo con esta 
publicación, las cotizaciones internacionales 
de los minerales siguen beneficiando al país.

Comparativamente al 2006, las cotizaciones 
de minerales al 22 de julio de 2011 están muy 
lejos: el precio de la onza troy de oro subió 
165% y de la libra fina de estaño en 230 
%.Este benéfico “efecto precio” literalmente 
ha disparado’ las exportaciones de minerales 
en la gestión 2011, alcanzando la suma de 
1.383 millones de dólares hasta mayo de 
2011, siendo la proyección, de seguir esta 
dinámica de precios, que las exportaciones 
de minerales este año podrían superar con 
tranquilidad las ventas de hidrocarburos.

Empero de esta situación, los mineros en 
Bolivia, prefieren pagar impuestos al Perú 
Chile y Brasil, llevando los minerales de 
contrabando ya que existe un buen y rápido 
pago por la explotación, pero que no se 
refleja en las arcas del Estado. El problema 
de contrabando de los minerales se debe 
principalmente a las normas impositivas 
del país, que no benefician al minero y 
menos al Estado Boliviano, asimismo no 
existe un control de la comercialización 
y de la exportación y si éste se efectúa, es 
superficial. Adicionalmente a esto, la mayor 
parte los mineros suelen ignorar el precio 
internacional de los metales preciosos y, 
como consecuencia, venden su producción 
por un precio menor al del mercado.

El origen y motivo del crecimiento de este 
comercio ilegal, se debe a que antes se tenía 
una alícuota superior en varios puntos a la de 
nuestros países vecinos, motivo por el que 
los mineros preferían pagar a estos países 
por una alícuota menor, de igual forma existe 
una facilidad en el manejo, traslado de los 
minerales que hacen difícil la tarea de control 
y fiscalización sobre este tipo de comercio.

Actualmente el Gobierno está trabajando en 
la nueva Ley Minera, encaminada a regular y 
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garantizar el control de la fuga de minerales, 
especialmente el tema de las regalías, el 
medio ambiente, la comercialización, sin 
embargo lo lamentable es que hasta el 
momento no se está discutiendo esta Ley y 
existen dificultades por la complejidad en 
dar solución a todos los temas.

Existe un tráfico ilícito de minerales, donde el 
oro es el más afectado, según los cálculos de 
las autoridades nacionales, por año se pierden 
cerca de dos toneladas del mineral dorado, 
por lo que se creó la Empresa Boliviana 
de Oro (EBO) cuyo rol es el de rescatar y 
precautelar la producción de oro para comprar 
el producto a los cooperativistas de la zona, 
empero su presencia no ha sido suficiente al 
no existir un banco estatal que compre este 
oro, por lo que los cooperativistas deben 
venderle su producción a “rescatadores” (o 
comercializadores) privados.

        •  Exportaciones ficticias

Consiste en simular ante la Administración 
Aduanera total o parcialmente una operación 
de comercio exterior con la finalidad de 
obtener un incentivo o beneficio económico 
o de cualquier índole establecido en 
la legislación nacional. Se da cuando 
algunos exportadores realizan envíos 
de mercancías hacia las fronteras con la 
documentación al día pasando de un país a 
otro efectuándose el trámite de exportación, 
pero al poco tiempo de haber ingresado al 
país destinatario regresa por una vía de 
poco acceso y sin vigilancia, en este tipo de 
operaciones el evasor además de que no está 
enviando nada, se está beneficiando con los 
incentivos a las exportaciones a pesar de los 
control existentes, se presenta gracias a la 
complicidad de funcionarios encargados del 
control en las zonas fronterizas. Por ejemplo, 
el caso del Drawback que es un mecanismo 
de promoción de las exportaciones: 
‘Régimen Aduanero de Perfeccionamiento 
que permite, como consecuencia de la 
exportación obtener restitución total o 
parcial de impuestos que hayan gravado 
la importación de mercancías contenidas 
en bienes exportados o consumidos en su 
producción”.

También se da el caso de exportación 
ficticia, cuando un exportador entrega los 
documentos de exportación por una cantidad 
de unidades mayor a los que realmente va a 
exportar, con la complicidad de funcionarios 
públicos solicitando posteriormente el 
reembolso a través de la devolución de 
los impuestos internos al consumo y los 
aranceles de importación, incorporados en 
los costos y gastos vinculados a su actividad 
exportadora, por un valor que no corresponde 
al real.

El mecanismo de la devolución de impuestos 
directamente relacionados con las actividades 
de la exportación, es un mecanismo que está 
enfocado a reducir costos que incrementen 
la exportación, de forma que los productos 
bolivianos puedan ser competitivos en el 
implacable mundo comercial internacional. 
La forma y manera que se ha venido aplicando 
para la devolución de esos impuestos 
relacionados con la exportación ha sido 
mediante los Certificados de Devolución 
Impositiva CEDEIM, que después de seguir 
un trámite de depuración de impuestos 
eran o no sujetos de devolución. Bajo este 
contexto, el Estado a través del sistema de 
impuestos internos entrega al exportador los 
certificados CEDEIM para que con éstos 
pueda pagar a su vez impuestos propios 
de la actividad empresarial general, lo que 
significa que tampoco se trata de dinero en 
efectivo que al Estado le pudiera generar 
costos.

Sin embargo, actualmente se pretende 
modificar los requisitos y documentos 
que los exportadores deben entregar para 
beneficiarse con la devolución de los 
impuestos, precisamente para evitar que 
exportadores se beneficien ilegalmente 
con la devolución por ventas fantasmas al 
exterior y como un mecanismo para hacer 
más expedita la devolución de impuesto.

La figura jurídica de delito de contrabando 
de exportación

A través de la Ley N° 100 de 4 de abril de 
2011, que tiene la finalidad de proteger el 
territorio nacional en zonas de frontera, 
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evitar el saqueo de los recursos naturales, 
promover el desarrollo de las actividades 
económicas lícitas e implementar medidas 
y acciones dirigidas a lograr la seguridad 
alimentaría y energética y en especial de 
lucha al tráfico ilegal de mercancías en el 
Estado Plurinacional de Bolivia, es que 
se incluye al Código Tributario vigente 
(Ley 2492), la figura jurídica de delito de 
contrabando de exportación agravado, para 
mercancías suspendidas de exportación, 
alimentos e hidrocarburos subvencionados 
con sanción de ocho a doce años de cárcel.

En ese sentido, la ley referida en su artículo 
21-1 incorpora el artículo 181 Nonies al 
Código Tributario Boliviano de la siguiente 
forma:

“Artículo 181 nonies (Delito de Contrabando 
de Exportaciones Agravado).- Comete 
delito de contrabando de exportación 
agravado, el que sin portar la autorización 
de la instancia correspondiente, incurra 
en cualquiera de las siguientes conductas:

1.	 Extraiga desde territorio aduanero 
nacional o zonas francas mercancías prohibidas 
o suspendidas de exportación, hidrocarburos 
y/o alimentos con subvención directa del 
Estado sujetas a protección específica.

2. Intente extraer mercancías prohibidas o 
suspendidas de exportación	 e 
hidrocarburos y alimentos con subvención 
directa del Estado sujetas a protección 
específica, mediante actos idóneos e 
inequívocos desde territorio aduanero 
nacional o zonas francas, y no logre consumar 
el delito por causas ajenas a su voluntad.

3. Almacene mercancías prohibidas o 
suspendidas de exportación hidrocarburos 
y/o alimentos con subvención directa del 
Estado sujetas a protección específica sin 
cumplir los requisitos legales dentro un 
espacio de (50) kilómetros desde la frontera.

4. Transporte mercancías prohibidas o 
suspendidas de exportación hidrocarburos y/o 
alimentos con subvención directa del Estado 
sujetas a protección específica sin cumplir 
los requisitos legales dentro de un espacio de 
cincuenta (50) kilómetros desde la frontera.

Este delito será sancionado con privación 
de libertad de ocho (8) a doce (12) años 
y el decomiso de las mercancías y la 
confiscación de los instrumentos del delito.”

Por su parte el artículo 21-II de la Ley 100 
referida, modifica el monto de los numerales 
III, IV del artículo 181 de la Ley 2492 
(CTB), monto que fue modificado por el 
artículo 56 del Presupuesto General de la 
Nación - PGN, gestión 2009 de UFV de 
200.000.- (Doscientos Mil 00/100 Unidades 
de Fomento a la Vivienda) a 50.000 UFV 
(Cincuenta Mil 001100 Unidades de 
Fomento a la Vivienda).

En este contexto, corresponde señalar 
que con la incorporación del artículo 181 
nonies a la Ley 2492 (CTB), el delito de 
contrabando en exportaciones es un delito 
independiente al ilícito de contrabando ya 
que se trata por separado, pues no distingue 
montos de tributos omitidos o un monto 
mínimo de mercancía comisada para 
ingresar a una clasificación que determine 
si es contravención o delito, es decir, que 
directamente tipifica la conducta del o de 
los autores como el delito de contrabando en 
exportaciones conforme a las conductas que 
prevé el referido artículo en sus numerales 
del 1 al 4.

Dentro del referido marco legal se advierte 
que el contrabando de exportaciones agravado 
determina una pena privativa de libertad de 
consiste de ocho (8) años a doce (12) años 
a diferencia del delito de contrabando que 
dispone una pena privativa de libertad de 
cinco (5) años a diez (10) años, es decir 
que se impone una sanción más drástica a 
quien incurra en la comisión del delito de 
contrabando de exportaciones agravado; 
asimismo el artículo 176 bis incorporado a la 
Ley 2492 (CTB) por el artículo 4 de la Ley 
037, de 10 de agosto de 2010 dispone que en 
el caso de los delitos tributario aduaneros, los 
instrumentos del delito como propiedades, 
depósitos o recintos de depósitos, vehículos 
automotores, lanchas, avionetas y aviones, 
serán confiscados a favor del Estado, y luego 
de su registro se entregaran definitivamente a 
las Fuerzas Armadas, a la Policía Boliviana, 
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al Ministerio Público y a otras entidades 
conforme a reglamentación.

Asimismo la citada disposición legal 
incorpora dos nuevos artículos al Código 
Penal referidos a quien almacene, 
comercialice o compre diésel, gasolina o gas 
licuado sin estar autorizado, será sancionado 
con privación de libertad de tres a seis años 
y confiscación de bienes y quien las compre 
de dos a cuatro años”, por su parte al estar 
involucrado un funcionario público la 
sanción será de cinco a diez años de cárcel.

De igual manera modifica cuatro artículos a 
la Ley General de Aduanas con los que señala 
que las mercancías declaradas en abandono 
serán adjudicadas a instituciones del 
sector público, organizaciones económico-
productivas, territoriales, privadas sin 
fines de lucro, campesinas y personas 
naturales priorizando las ubicadas en zonas 
fronterizas de forma gratuita y exentas del 
pago de tributos aduaneros. En este sentido, 
además de endurecer las normas para los 
contrabandistas de productos alimenticios 
e hidrocarburos subvencionados, presume 
contrabando sobre el total de las mercancías, 
aunque la Declaración Única de Importación 
(DUI) respalde parcialmente las mismas. 
Refiere que se otorgará de forma inmediata 
un 20% de la mercadería confiscada al 
denunciante individual y el 40% a la 
comunidad denunciante. Además un 10% 
para el municipio donde se descubra los 
productos de contrabando.

En caso de tratarse de productos alimenticios 
un 70% de la mercadería incautada será 
otorgada a la entidad pública encargada de 
su comercialización, pero podrá rebajar al 
50%, en caso de que el denunciante sea una 
comunidad o un pueblo.

Conclusiones

 *De las distintas definiciones de contrabando, 
se observa, que contienen aspectos comunes 
que hacen un concepto “global” con algunas 
particularidades, como son que la comisión 
de este ilícito, encuentra un espacio de 
aplicación o ejecución mejor definido de 

perpetración en las falencias administrativas 
de control en la extensión de fronteras; en la 
corrupción funcionaria y otros; que no dejan 
de ser un incentivo para que el acto ilícito 
se incremente con efectos insospechados 
en desmedro del Estado y de una empresa 
legalmente constituida

*Pese al endurecimiento de las penas y las 
nuevas disposiciones legales aprobadas 
respecto del contrabando de importaciones 
y recientemente en cuanto al contrabando 
de exportaciones, conviene señalar que el 
tratamiento jurídico que se dado a este tema 
a lo largo de los años no refleja su verdadera 
peligrosidad, ya que la forma de extinción 
del delito - contrariamente a la mayoría de la 
legislación comparada - provee la extinción 
ni bien se proceda a la “recaudación” del 
tributo omitido antes que la intimación 
por el crimen sancionado, aspecto que 
demuestra que los efectos reales que 
genera la comisión de este delito se asumen 
superfluamente, como si se tratase de una 
simple contravención, redimible siempre y 
cuando se abonen las multas previstas por la 
codificación y el tributo.

*En el comportamiento de las variables 
importación de contrabando y exportaciones 
ilegales en los nueve años cubiertos por el 
período 2000 - 2008 de estudio presentado, 
se percibe un alto grado de correlación, lo 
que sugiere que se trata de dos caras de una 
misma moneda, toda vez que una parte muy 
importante del flujo de mercadería importada 
ilegalmente se financia con divisas que se 
generan en el otro componente, que es la 
exportación ilegal, donde el país necesita 
una política integral que tome en cuenta esa 
relación y sus causas profundas para mejorar 
sus opciones de crecimiento y de empleo.

*El comercio ilegal de combustibles a 
países vecinos como Perú, Argentina y 
Brasil generó a Bolivia el 2010 una pérdida 
de 150 millones de dólares, cifra que este 
año puede duplicarse. En el tema de la 
prohibición de exportaciones de alimentos 
y granos, es necesario considerar que este 
tipo de medidas van en directo perjuicio 
de la competitividad del sector exportador 
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boliviano, ya que se produce reducción 
de fuentes de empleo, generando aumento 
del desempleo; disminución del ingreso 
de divisas y la consiguiente reducción de 
las reservas internacionales y no mejora la 
provisión del mercado interno, porque los 
productos de exportación ni en las mejores 
situaciones de envío de grandes cantidades, 
producen el desabastecimiento interno.

*Pese a que se estima que las exportaciones 
de minerales este año podrían superar con 
tranquilidad las ventas de hidrocarburos, 
los mineros en Bolivia, prefieren pagar 
impuestos al Perú Chile y Brasil, exportando 
los minerales de contrabando ya que existe 
un buen y rápido pago por la explotación, 
que no se refleja en las arcas del Estado. El 
problema de contrabando de los minerales 
se debe principalmente a las normas 
impositivas vigentes en Bolivia, que no 
benefician al minero y menos al Estado 
Boliviano, cuyos cambios aun son objeto de 
debate y discusión aspecto que han impedido 
a la fecha la aprobación de una nueva Ley 
Minera.

*Los controles de precios y la diferencia 
existente entre el Tipo de Cambio oficial y 
el del mercado paralelo estan estimulando el 
denominado contrabando de exportaciones 
de los combustibles, carburantes y alimentos.

*Es necesario mantener de manera 
permanente un programa contra el 
contrabando aduanero y contra la corrupción 
que va de la mano con este ilícito. Es 
necesario transparentar el manejo aduanero 
de tal manera que la sociedad pueda ser un 
contralor social y que la percepción que 
tenga acerca de la utilidad del control de 
la evasión sea positivo. Se debe adoptar un 
camino claro, público, que genere confianza 
en la institucionalidad del Estado, que sea 
viable y con objetivos precisos.

*El trabajo realizado durante la gestión 
2010 para enfrentar el contrabando en 
exportaciones resultó insuficiente, por lo 
que se requirió nuevas disposiciones legales, 
modificaciones de las ya vigentes y del 
endurecimiento de las penas, aspectos que 
no serán suficientes si es que no se toma 
seriamente la verdadera peligrosidad de esta 
conducta.

Mag. Sara Isaac Henríquez Marín2  

Es para mí un honor representar a mi país, 
República Dominicana como Presidente del 
Tribunal Superior Administrativo, y como 
Presidente de la Asociación Iberoamericana 
de Tribunales de Justicia Fiscal y 
Administrativa (AIT), en esta IV´s Jornada 
Boliviana de Derecho Tributario, y compartir 
con ustedes las Vías de Procedimientos o 
Recursos de Impugnación Tributaria en la 
República Dominicana.

En el Sistema Tributario Dominicano, la 
Administración Tributaria está conformada 
por la Dirección General de Impuestos 
Internos (DGII) y la Dirección General de 
Aduanas (DGA), órganos recaudadores 
del Estado, cuyo objetivo esencial es 
la recaudación de los tributos internos 
nacionales y del comercio exterior, 
respectivamente, aplicando la Ley Tributaria, 
y como órgano Superior Jerárquico, el 
Ministerio de Hacienda, encargado de 
dirimir y dirigir la política fiscal del Estado.

Antes de 1992, nuestro régimen tributario 
se regulaba procesalmente por la Ley No. 
5911, de fecha 22 de mayo de 1962, y 
otras leyes dispersas, las que establecían 
categorías impositivas para el cobro de los 
tributos, así como los procedimientos para la 
determinación y recaudación de los mismos, 
en cuanto a los   tributos   internos   nacionales,   
y   para   los  tributos   al   comercio exterior  
estaba regulado por la Ley No. 3489, de 
fecha 14 de febrero de 1953, que establece el 
Régimen Legal de Aduanas.

Con la promulgación del Código Tributario, 
mediante la Ley No. 11-92, de fecha 16 
de mayo de 1992, se consagran las vías de 

2 Presidente del Tribunal 
Superior Administrativo de 
República Dominicana y de A.I.T.	

PROCEDIMIENTO DE IMPUGNACIÓN 
TRIBUTARIA EN LA REPÚBLICA 
DOMINICANA
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recursos y sus procedimientos para impugnar 
los actos de la Administración Tributaria 
relativos a los tributos internos nacionales; 
asimismo con la promulgación de la Ley No. 
226-06, de fecha 19 de junio de 2006, sobre 
Autonomía Presupuestaria y Financiera 
de Aduanas, se regulan los recursos 
jurisdiccionales de Aduanas, conforme al 
Código Tributario, que en el Artículo 19 
de la referida Ley, que modifica el Artículo 
185 de la Ley No. 3489, sobre Régimen de 
Aduanas, establece que: “Si el interesado no 
estuviere conforme con la decisión rendida 
en reclamación ante el Director General, 
podrá recurrir ante el Tribunal Superior 
Administrativo”.

En nuestro sistema tributario, los 
contribuyentes o administrados no 
satisfechos con la determinación de impuestos 
practicada por la Administración Tributaria, 
disponen de procedimientos para impugnar 
o recurrir la misma, mecanismos que pone 
la ley a disposición de los sujetos pasivos, 
como medio para la defensa y garantía 
de sus derechos, estos son los Recursos: 
Administrativos y Jurisdiccionales.

RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Los Recursos Administrativos son 
aquellos interpuestos ante el órgano de la 
Administración que dictó el acto o resolución 
con la finalidad de que ésta revoque, anule 
o modifique su decisión, y son: Recurso 
de Reconsideración  o Reclamación y el 
Recurso Jerárquico.

En República Dominicana los Recursos 
Administrativos de que disponen los 
administrados o contribuyentes en materia 
tributaria son: Recurso de Reconsideración, 
ante la Dirección General de Impuestos 
Internos (DGII), y el Recurso de Reclamación 
ante la Dirección General de Aduanas 
(DGA), ya que el Recurso Jerárquico sólo 
aplica en materia administrativa.

Con las Leyes Nos. 226-06 de Autonomía 
Presupuestaria y Financiera de la Dirección 
General de Aduanas, y la No. 227-06 de 
Autonomía Presupuestaria y Financiera de la 

Dirección General de Impuestos Internos, de 
fechas 19 de junio de 2006, respectivamente, 
se eliminó el Recurso Jerárquico en la 
Administración Tributaria, quedando 
solamente el Recurso de Reconsideración o 
Reclamación, como vía de impugnación en 
Sede Administrativa.

RECURSO DE RECONSIDERACIÓN O 
RECLAMACIÓN

El Recurso en Reconsideración o 
Reclamación es aquel que interpone 
el contribuyente insatisfecho con la 
determinación de la Obligación Tributaria, 
ante el mismo órgano que dictó el acto o 
resolución objeto de la impugnación. Tiene 
como finalidad esencial, dar la oportunidad 
a la Administración Tributaria de revisar sus 
propias actuaciones y decisiones antes de 
ser apoderada la Jurisdicción Contencioso 
Tributaria.

El Artículo 57 del Código Tributario (Ley 
No. 11-92), del 16 de mayo de 1992, consagra 
el Recurso de Reconsideración, y señala que: 

“Los contribuyentes u obligados que 
consideren incorrecta o injusta la 
estimación de oficio que se hiciere 
de sus rentas y del impuesto o de los 
ajustes que les sean practicados a sus 
declaraciones o que no estuvieren 
de acuerdo con la determinación de 
cualquier otro impuesto, podrán solicitar 
a la Administración Tributaria que 
reconsidere su decisión. Esta solicitud 
deberá hacerse por escrito dentro de los 
veinte (20) días siguientes al de la fecha 
de recepción de la notificación de dicha 
decisión y deberá contener los alegatos y 
documentación  en  que el contribuyente 
fundamente sus pretensiones. En los casos 
en que el Recurso haya sido incoado, la 
Administración podrá conceder un plazo 
no mayor de treinta (30) días para la 
ampliación del mismo”.

Conviene indicar que el Recurso de 
Reconsideración no está disponible en 
contra de todo acto del Fisco que afecte 
al contribuyente o sujeto pasivo, sino 
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únicamente cuando el acto administrativo 
que se va a impugnar o recurrir se refiera a 
la determinación de oficio de la obligación 
tributaria, es decir a la determinación total 
o parcial que del impuesto a pagar realice la 
Administración Tributaria. 

Asimismo y de conformidad con el Artículo 
58 del Código Tributario, el Recurso de 
Reconsideración debe cumplir con los 
siguientes requisitos:
 

a) Que se formule por escrito con 
expresión concreta de los motivos de 
inconformidad. 

b) Que  se  interponga  dentro  del  plazo  
legal  de veinte (20) días. 

c) Que se interponga directamente por 
el contribuyente, responsable, agente 
retenedor, de percepción o declarante, o 
se acredite que la persona que lo interpone 
actúa como apoderado o representante.

Puede observarse que no se requiere el 
Ministerio de Abogado para elevar y 
sustentar el Recurso de Reconsideración.

Es preciso señalar que la interposición 
de éste recurso, cuando fuere regular y 
conforme a las disposiciones de este Código, 
suspenderá la obligación de efectuar el pago 
de los impuestos y recargos determinados, 
hasta tanto este sea resuelto.

Así lo establece el Párrafo I del Artículo 57 
del referido Código Tributario, agregado por 
la Ley No. 227-06, de fecha 19 de junio del 
2006, de Autonomía de la Dirección General 
de Impuestos Internos (DGII) al consagrar 
que: 

“La interposición de este recurso suspende 
la obligación de efectuar el pago de los 
impuestos y recargos determinados, hasta 
que intervenga decisión sobre el mismo”.

La Administración Tributaria una vez 
apoderada del recurso dispone de un plazo de 
noventa (90) días para dictar la Resolución de 
Reconsideración o Reclamación acogiendo o 

rechazando el mismo. La Resolución dictada 
podrá ser objeto del Recurso Contencioso 
Tributario. En caso de no emitir la Resolución 
de Reconsideración en el indicado plazo de 
noventa (90) días, el contribuyente puede 
interponer el Recurso de Retardación.

Por su parte el Párrafo II del Artículo 57 del 
Código Tributario, establece que: 

“Con la notificación de la Resolución 
que decide el recurso el contribuyente 
o responsable quedará intimado a 
efectuar el pago de los impuestos, 
intereses y recargos a que diere lugar, 
según lo dispuesto por este Código”. 

La Administración Tributaria estará 
habilitada de pleno derecho para adoptar las 
medidas necesarias para promover el cobro 
compulsivo de los impuestos, intereses y 
recargos a que diere lugar, y solicitar todas 
las medidas conservatorias para resguardar 
el crédito fiscal.

De lo anterior se colige, que una vez 
dictada la Resolución de Reconsideración, 
confirmando la determinación de oficio 
practicada, la Administración Tributaria 
estaría habilitada de pleno derecho a iniciar 
el cobro compulsivo de la deuda tributaria, 
e implementar las medidas conservatorias 
que estimare conveniente para asegurar el 
crédito fiscal.

COBRO COMPULSIVO DE LA DEUDA 
TRIBUTARIA

En República Dominicana el Procedimiento 
de Cobro Compulsivo de la Deuda Tributaria 
se encuentra regulado por los Artículos del 91 
al 128 del Código Tributario, estableciendo 
el Artículo 99, que: 

“La acción ejecutoria se iniciará en contra del 
deudor o deudores por el Departamento del 
cobro compulsivo coactivo o de aquel que 
ejerza esas  funciones,  a  través del  Consultor 
Jurídico  respectivo. Sin embargo, el Director 
General tendrá facultad para atribuir estas 
funciones a cualquier otro funcionario de 
la Administración Tributaria si no hubiere 
en la Administración estos Departamentos. 
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Párrafo.- El funcionario señalado 
precedentemente actuará con carácter de 
Ejecutor Administrativo, a cuyas diligencias 
tendrá efecto el procedimiento administrativo 
de ejecución, previo mandamiento de pago 
efectuado por este funcionario al deudor o 
deudores del impuesto”.

Asimismo, el Artículo 91 del referido Código, 
señala que: “El Ejecutor Administrativo 
ordenará requerir al deudor para que, en el 
plazo de cinco (5) días a partir del día siguiente 
de la notificación, pague el monto del crédito 
en ejecución u oponga excepciones en dicho 
término, bajo apercibimiento de iniciar en su 
contra el embargo de sus bienes”.

Como hemos visto, en el Procedimiento 
de Cobro Compulsivo ante el Ejecutor 
Administrativo el embargado podrá oponer 
dentro del plazo de cinco (5) días, las 
excepciones que se encuentran establecidas 
en el Artículo 112 del Código, las cuales son:  

a) Pago de la deuda.
b) Prescripción.
c) Inhabilidad del título.

Es importante señalar, que las excepciones 
presentadas ante el Ejecutor Administrativo 
deberán oponerse en un mismo escrito, 
expresando con claridad y precisión los 
hechos y medios que hará valer el ejecutado, 
acompañado de los documentos que sirvan 
de fundamento a las excepciones invocadas, 
de conformidad con el Artículo 113 del 
referido Código.

Si el Ejecutor Administrativo, luego de 
examinar el escrito de oposición estimare 
inadmisible, o rechazare las excepciones, 
el ejecutado podrá interponer el Recurso 
Contencioso Tributario ante el Tribunal 
Superior Administrativo. 

MEDIDAS CONSERVATORIAS

Por otra parte, la Administración Tributaria 
podrá requerir Medidas Conservatorias, 
cuando exista riesgo para la percepción 
del pago de los créditos tributarios o de las 
sanciones pecuniarias por infracciones,  como 
consecuencia de la posible desaparición de 

los bienes sobre los cuales hacen efectivos 
dichos créditos o sanciones, y estas son, 
entre otras:

1.Embargo Conservatorio;
2.Retención de Bienes Muebles;
3.Nombramiento de uno o más 
interventores;
4.Fijación de sellos y candados;
5.Constitución en prenda o hipoteca;

La Administración Tributaria fundamentada 
en el riesgo y comprobando la existencia del 
crédito o por lo menos una presunción grave 
de la existencia del mismo, por documentos 
emanados del contribuyente o por actos o 
documentos de la misma Administración, 
podrá efectuar las Medidas Cautelares 
citadas.

El Ejecutor Administrativo será el funcionario 
competente para conocer el procedimiento 
sobre Medidas Conservatorias, y en contra 
de la Resolución que las ordenara procederá 
el Recurso Contencioso Tributario ante el 
Tribunal Superior Administrativo.

CONSIDERACIONES GENERALES

Previo al análisis de los recursos tributarios 
en sede jurisdiccional,                             es 
menester realizar una breve reseña 
histórica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en la República Dominicana. 
En fecha 16 de mayo de                   1992, se 
crea el Tribunal Contencioso Tributario, por 
la Ley No. 11-92             (Código Tributario), 
jurisdicción especializada encargada de 
dirimir                        los conflictos 
que se suscitaren entre la Administración 
Tributaria                         y los contribuyentes 
o administrados, relativos a la aplicación de 
los tributos internos nacionales.

Hasta el año 2007, esta jurisdicción se 
mantuvo de manera exclusiva            conociendo 
de los conflictos tributarios, pero en fecha 5 
de febrero del                      año 2007, 
con la promulgación de la Ley No. 13-07, 
de Transición                    Hacia el Control 
Jurisdiccional de la Actividad Administrativa 
del Estado, se traspasan las competencias 
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de la Cámara de Cuentas, en funciones 
de Tribunal Superior Administrativo, 
al Tribunal Contencioso Tributario, así 
como, por primera vez se le asignan las 
competencias relativas  a  lo  monetario y  
financiero, quedando  en consecuencia el 
Tribunal Contencioso Tributario,              con   
todas   las  competencias   jurisdiccionales  
de  lo tributario,  administrativo, monetario 
y financiero, cambiando su denominación 
a Tribunal Contencioso Tributario y 
Administrativo.

Con la Reforma Constitucional del 26 
de enero de 2010, queda consagrada por 
primera vez en nuestra Constitución Política, 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
como jurisdicción especializada, integrada 
por el Tribunal Superior Administrativo y 
los Tribunales Contencioso Administrativos 
de Primera Instancia, estableciendo en 
sus Artículos 165 y 166, la competencia 
exclusiva de la misma para conocer de 
los asuntos administrativos, tributarios, 
financieros y municipales. Consignando la 
Constitución en su Disposición Transitoria 
VI, que: 

“El Tribunal Contencioso Administrativo y 
Tributario existente pasará a ser el Tribunal 
Superior Administrativo creado por esta 
Constitución”.

A seguidas procederemos a analizar los 
recursos tributarios jurisdiccionales en la 
República Dominicana.

RECURSOS JURISDICCIONALES

El administrado o contribuyente no 
satisfecho con la Resolución emitida por la 
Administración Tributaria, podrá interponer 
los recursos jurisdiccionales, que son aquellos 
que se conocen ante un órgano jurisdiccional 
distinto al que emitió el acto, ya sea ante 
un tribunal administrativo perteneciente al 
Poder Ejecutivo o un Tribunal perteneciente 
al Poder Judicial.
 
En nuestro país, República Dominicana, 
estos recursos son conocidos por el Tribunal 
Superior Administrativo, quien ejerce 

las funciones de Tribunal Contencioso 
Tributario y Administrativo, en única 
instancia en asuntos administrativos, 
tributarios financieros y municipales, 
jurisdicción especializada, independiente e 
imparcial, perteneciente al Poder Judicial, 
cuyas decisiones son recurridas en Casación 
ante la Suprema Corte de Justicia.

En la actualidad el Tribunal Superior 
Administrativo, es de plena y única 
jurisdicción, que conoce y decide los recursos 
contra los actos administrativos de cualquier 
naturaleza, sea de carácter administrativo, 
tributario, monetario y/o municipal.

Dentro de los recursos jurisdiccionales que 
se interponen ante el Tribunal Superior 
Administrativo para conocer de la 
Impugnación de la Obligación Tributaria, 
tenemos:

    •Recurso Contencioso Tributario
    •Recurso de Retardación
    •Recurso de Amparo Tributario

Procederemos a exponer en primer lugar el 
Recurso Contencioso Tributario.

RECURSO CONTENCIOSO 
TRIBUTARIO

El Recurso Contencioso Tributario es 
aquel interpuesto contra las resoluciones 
de la Administración Tributaria o los actos 
administrativos violatorios de la ley tributaria, 
que se ejercen ante un órgano jurisdiccional 
independientes de la Administración, como 
lo es el Tribunal Superior Administrativo.

Nuestro Código Tributario lo consagra en su 
Artículo 139, cuando establece que: 

“Todo contribuyente, responsable, agente 
de retención, agente de percepción, agente 
de información, fuere persona natural o 
jurídica,  investida  de   un  interés  legítimo,  
podrá   interponer  el Recurso  Contencioso   
Tributario   ante   el  Tribunal  Contencioso 
Tributario, en los casos, plazos y formas 
que éste Código establece, contra las 
Resoluciones de la Administración Tributaria, 
los actos administrativos violatorios de la Ley 
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Tributaria, y de todo fallo o decisión relativa 
a la aplicación de los tributos nacionales 
administrados por cualquier ente de derecho 
público, o que en esencia tenga este carácter”.

Asimismo, el referido artículo establece los 
requisitos que debe reunir el acto o resolución 
recurrida, a saber: 

a) Que se trate de actos contra 
los cuales se haya agotado toda 
reclamación de reconsideración dentro 
de la administración o de los órganos 
administradores de impuestos;

b) Que emanen de la administración 
o de los órganos administradores de 
impuestos, en el ejercicio de aquellas de 
sus facultades que estén reguladas por las 
leyes, reglamentos o decretos;

c) Que constituyan un ejercicio excesivo, 
o desviado de su propósito legítimo, de 
facultades discrecionales conferidas por 
las leyes tributarias, los reglamentos, 
normas generales, resoluciones y 
cualquier tipo de norma de carácter 
general aplicable, emanado de la 
administración tributaria en general, que 
le cause un prejuicio directo.

Dentro de las formalidades que deben 
acompañar el Recurso Contencioso 
Tributario están: 

1.Interés o derecho pre-existente, es decir, 
que el acto impugnado cause un perjuicio 
al recurrente;

2.Instancia, motivada con argumentos de 
hecho y de derecho, anexando copia de la 
Resolución o acto recurrido;

3.Que se interponga dentro del plazo 
legal de treinta (30) días, a partir de la 
notificación de la Resolución;

4.Es imprescindible la representación 
mediante Ministerio de Abogado.

PLAZOS PARA INTERPONER EL 
RECURSO

El plazo para recurrir ante el Tribunal 
Superior Administrativo, de conformidad 
con el Artículo 144 del Código Tributario, 
modificado por la Ley No. 13-07, de 
Transición Hacia el Control Jurisdiccional 
de la Actividad Administrativa del Estado, 
de fecha 5 de febrero de 2007: “El plazo 
para recurrir por ante el Tribunal Superior 
Administrativo, será de treinta (30) días, 
a contar desde el día en que el recurrente 
reciba la notificación del acto recurrido, o del 
día de publicación oficial del acto recurrido 
por la autoridad que lo haya emanado o del 
día de la expiración de los plazos fijados si 
se tratare de un recurso por retardación o 
silencio de la Administración”.

El punto de partida del plazo para interponer 
un Recurso Contencioso Tributario, será  la 
fecha de notificación al contribuyente de la 
resolución, el cual aunque la Ley no dice 
expresamente, se trata de un plazo franco, 
ya que ha sido juzgado que todo plazo que 
tiene como punto de partida una notificación 
a persona o domicilio es franco. 

Nuestro más alto tribunal ha establecido, 
que el plazo para interponer el Recurso 
Contencioso Tributario será de treinta (30) 
días a partir de la notificación del acto o 
resolución tributaria, y el punto de partida 
del plazo para interponer un Recurso 
Contencioso Tributario es la fecha de 
notificación al contribuyente de la resolución 
que decide su recurso. (Sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia, No. 200-865, de 
fecha 11 de agosto del 2004).

Asimismo, se ha juzgado que en todo plazo 
franco no se cuenta el “die ad quo”, ni el 
“die ad quen”, por lo que en el computo 
no se contará el día de la notificación “día 
a quo”, ni el día del vencimiento “die ad 
quen”, que el plazo establecido en dicho 
artículo es franco, por ser un plazo que tiene 
como punto de partida una notificación a 
persona o domicilio. (Sentencia del Tribunal 
Contencioso Tributario, No. 84, de fecha 30 
de diciembre de 2003).
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PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL  
DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO 
TRIBUTARIO

Con la promulgación del Código Tributario, 
en fecha 16 de mayo de 1992, mediante la 
Ley No. 11-92, establecía como requisito 
para recurrir ante el Tribunal Contencioso 
Tributario, el pago previo de los impuestos o 
Solve et Repete, consagrando en su Artículo 
143, lo siguiente:

“No se podrá recurrir al Tribunal Contencioso 
Tributario, contra la aplicación de impuestos 
u otros tributos públicos, multas, recargos e 
intereses, sin la debida prueba de que dichos 
impuestos, multas, recargos e intereses 
han sido satisfechos ante impuestos, 
las autoridades correspondientes, y en 
consecuencia las instancias mediante las 
cuales se pretenda hacer posible el recurso 
será declarada irrecibible, si no se aporta 
al tribunal la prueba de haber pagado los 
impuestos, tasas, derechos, recargos, etc.”

En fecha 9 de enero del año 1998, mediante 
Sentencia No.01-98, el Tribunal Contencioso 
Tributario, por vía de excepción, declaró la 
inconstitucionalidad del Artículo 143 del 
Código Tributario, que consagraba el “Solve 
et Repete” o previo pago de los impuestos 
para  interponer  el  recurso  contencioso  
tributario,  por entender que era violatorio 
al principio de igualdad, razonabilidad y el 
debido proceso; sentencia que posteriormente 
fue ratificada por nuestra Suprema Corte de 
Justicia en fecha 19 de julio del año 2000. 

Al respecto el Tribunal Contencioso 
Tributario, expresó que:

“Que al declarar la inconstitucionalidad del 
artículo 143 del Código Tributario, sustenta 
dicho criterio al condicionar la admisibilidad 
del recurso a la previa consignación o pago del 
importe íntegro de los impuestos y recargos, 
lo que implícitamente entraña una manifiesta 
desigualdad entre aquellos que se encuentran en 
posición de ejercitar la acción legal por el simple 
hecho de haber consignado la cantidad o suma 
requerida por la Administración Tributaria, 
frente a aquellos que aún en la hipótesis 
de que sus pretensiones pudieren resultar 

fundamentadas, tienen vedado el acceso a los 
órganos jurisdiccionales por no poder cumplir 
con la exigencia del pago previo, impedido de 
la tutela judicial efectiva” (Boletín del Tribunal 
Contencioso Tributario         N. 4, Pág. 9)

Dicha sentencia declarando la 
inconstitucionalidad del Artículo 143 del 
Código Tributario, “Solve et Repete”, 
constituye un precedente jurisprudencial 
trascendente, ya que a partir de la misma, el 
contribuyente puede interponer el Recurso 
Contencioso Tributario, sin la obligación 
de efectuar el pago previo del monto del 
impuesto determinado, aperturando el 
acceso a la justicia tributaria en la Republica 
Dominicana.  

RECURSO EN RETARDACIÓN

El Recurso en Retardación es el recurso 
establecido por la ley, cuando el contribuyente 
se ve lesionado en sus intereses por una 
actitud de incomprensible tardanza por 
parte de la Administración Tributaria, 
permitiéndole de recurrir ante la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, para que esta se 
avoque a conocer el fondo y decida sobre el 
mismo.

Así pues, el Artículo 140 de nuestro 
Código Tributario, modificado por la Ley                    
No. 227-06, de fecha 19 de junio del año 
2006, sobre Autonomía Presupuestaria 
y  Financiera  de la Dirección  General de 
Impuestos Internos (DGII), señala que:
 

“Procederá este Recurso ante el Tribunal 
Contencioso Tributario, cuando la Administración 
Tributaria incurra en demoras excesivas en 
resolver sobre peticiones o en realizar cualquier 
trámite o diligencia  y  ellas  pudieren causar 
un perjuicio a los interesados; siempre que no 
se trate de actuaciones para cuya realización 
existen plazos o procedimientos especiales”.

En nuestro país, el Recurso en Retardación 
se encuentra regulado además por las 
disposiciones del Artículo 139 del 
Código Tributario, el cual dispone que la 
Administración Tributaria deberá conocer 
en un plazo no mayor de noventa (90) 
días, toda reclamación de Reconsideración 
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dentro de la Administración o de los órganos  
administradores de impuestos, a partir del cual 
quedará abierto el Recurso de Retardación 
ante la Jurisdicción Contenciosa.

El Recurso en Retardación tiene por finalidad 
vencer la inercia de la Administración, 
instituyendo una vía legal a favor de los 
contribuyentes, para que estos puedan 
acudir al Tribunal Superior Administrativo, 
en aquellos casos de demoras o tardanzas 
injustificadas de la Administración 
Tributaria apoderada de un Recurso de 
Reconsideración.

El Recurso en Retardación procede pues:

1.Cuando se trate de tardanzas en 
decidir de manera definitiva un Recurso 
de Reconsideración o Reclamación. 
Es decir, cuando la Administración no 
dictare resolución definitiva estando 
agotado el trámite, o cuando pendiente 
éste se paraliza sin culpa del recurrente;

2.Que el atraso de la Administración sea 
superior a los tres (3) meses.

En lo referente a la interposición del Recurso 
en Retardación, el artículo 140 del Código 
Tributario no establece de manera concisa y 
precisa cual es el plazo para la interposición 
del mismo. Sin embargo, el Tribunal 
Contencioso Tributario, hoy Tribunal 
Superior Administrativo, ha juzgado en el 
sentido de que el Recurso en Retardación 
debe interponerse dentro de los treinta (30) 
días siguientes al vencimiento de los tres (3) 
meses, de haberse interpuesto el Recurso de 
Reconsideración. (Sentencia de la Segunda 
Sala del Tribunal Superior Administrativo, 
de fecha 27 de diciembre del año 2007).

Mediante la interposición del Recurso en 
Retardación se desapodera la Administración 
Tributaria de decidir el caso, para ser 
conocido, decidido y fallado por el tribunal. 
(Sentencia del Tribunal Contencioso 
Tributario. Boletín del Tribunal, de fecha 
18 de abril de 2000. Boletín Judicial No. 10, 
Pág. 85).

RECURSO DE AMPARO TRIBUTARIO

En el desempeño de sus actividades es 
normal que los contribuyentes  tengan que 
acudir constantemente a la Administración 
Tributaria,  haciendo peticiones o pedidos, 
así pues al recibir la petición, trámite o 
diligencia, la Administración Tributaria 
debe procesarla y dar respuesta a la misma, 
dentro de un  período  de tiempo normal 
o razonable, pues la falta de respuesta 
adecuada al contribuyente le puede causar 
un perjuicio o ser un obstáculo para el libre 
desempeño de sus actividades. Sin embargo, 
no toda petición, trámite o diligencia, es 
cumplida o respondida oportunamente por la 
Administración Tributaria. 

En razón de que esta inercia de la 
Administración Tributaria en cumplir 
oportunamente con las peticiones, trámites 
o diligencias de los particulares le puede 
ocasionar a estos serios perjuicios, la ley 
les otorga un recurso especial, denominado 
Recurso de Amparo Tributario, para exigir 
por ante el tribunal que se ordene al Fisco 
agilizar el trámite o diligencia.

Este Recurso de Amparo Tributario consiste 
en requerir la intervención del tribunal en 
caso de que una persona física o jurídica se 
vea perjudicada en el normal ejercicio de un 
derecho o actividad por demora excesiva de 
los empleados administrativos en realizar un 
trámite o diligencia a cargo de la Dirección 
General de Impuestos Internos (DGII). 

Nuestra legislación consagra en el Artículo 
187 del Código Tributario, el Recurso de 
Amparo Tributario, y señala que: 

“Procederá el Recurso de Amparo ante el 
Tribunal Contencioso Tributario,   cuando   
la  Administración   Tributaria   incurra    
en demoras excesivas en resolver sobre 
peticiones o en realizar cualquier trámite 
o diligencia y ellas pudieren causar un 
perjuicio a los interesados; siempre que no 
se trate de actuaciones para cuya realización 
existen plazos o procedimientos especiales”.

El referido artículo establece además las 
condiciones para que proceda un Recurso 
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de Amparo Tributario por ante el tribunal las 
cuales son las siguientes:

1.Demoras Excesivas de la 
Administración Tributaria;
2.Peticiones, Trámites o Diligencias;
3.Perjuicio a los interesados;
4.Que no existan plazos o procedimientos 
especiales;
5.Que no existan otros recursos o vías 
legales;
6.Presentación de escritos urgiendo el 
trámite.

En el desempeño de sus actividades es 
normal que los contribuyentes  tengan que 
acudir constantemente a la Administración 
Tributaria,  haciendo peticiones o pedidos, 
así pues al recibir la petición, trámite o 
diligencia, la Administración Tributaria 
debe procesarla y dar respuesta a la misma, 
dentro de un período de tiempo normal 
o razonable, pues la falta de respuesta 
adecuada al contribuyente le puede causar 
un perjuicio o ser un obstáculo para el libre 
desempeño de sus actividades. Sin embargo, 
no toda petición, trámite o diligencia, es 
cumplida o respondida oportunamente por la 
Administración Tributaria. 

En razón de que esta inercia de la 
Administración Tributaria en cumplir 
oportunamente con las peticiones, trámites 
o diligencias de los particulares le puede 
ocasionar a estos serios perjuicios, la ley 
les otorga un recurso especial, denominado 
Recurso de Amparo Tributario, para exigir 
por ante el tribunal que se ordene al Fisco 
agilizar el trámite o diligencia.

Mediante diversas sentencias el Tribunal 
Superior Administrativo ha juzgado que:

La demora de la Administración Tributaria en 
decidir el asunto no puede colocar     al recurrente 
en un estado de indefensión, situación que resulta 
inadmisible en un Estado de Derecho. (Sentencia 
del Tribunal Contencioso Tributario, No. 014-
2006, y Sentencia del Tribunal Contencioso 
Tributario, No. 015-2006, de fechas 14 de marzo 
de 2006).

Cuando la ley señala el tiempo dentro del 
cual la petición, trámite o diligencia debe 
cumplirse, se supone que la Administración 
debe cumplir dentro del tiempo indicado 
por la ley; en caso contrario, transcurrido 
el tiempo establecido, procede el Recurso 
de Amparo Tributario. Sin embargo, en 
razón de que existen muchas y distintas 
peticiones, trámites o diligencias y que no 
todas pueden cumplirse dentro de un igual 
período de tiempo, en ocasiones la ley no 
fija un término para cumplir con las mismas, 
sino que  establece  conceptos  jurídicos  
indeterminados como los de “plazo normal”, 
“demoras excesivas”, etc.,  dejando  al 
tribunal  en libertad de apreciar cada caso en 
concreto y decidir qué es normal y qué es 
excesivo.

Por eso el tribunal apoderado de un Recurso 
de Amparo Tributario debe analizar si 
existen verdaderas razones para admitir 
dicho recurso y considerar si las demoras 
son injustificadas, arbitrarias o causadas 
por la Administración Tributaria o por el 
interesado. De esta manera, ha sido juzgado 
que la inercia que tienen en resolver el 
expediente de que se trata, no puede resultar 
en una demora arbitraria e injustificada. 
(Sentencia del Tribunal Contencioso 
Tributario,             No. 032-2003, de fecha 22 
de mayo de 2003)

No obstante, se entiende que para que el 
contribuyente tenga derecho a un Recurso 
de Amparo Tributario la demora excesiva 
debe ser imputable  al Fisco, causada u 
originada por actuaciones u omisiones de 
la propia Administración Tributaria, sin que 
el contribuyente haya realizado actuaciones 
tendentes a obstaculizar al Fisco en el 
cumplimiento de sus funciones.

El tribunal apoderado de un Recurso 
de Amparo Tributario que es declarado 
admisible, puede:

1.	 En la misma resolución en que 
el tribunal le fija a la Administración 
Tributaria un plazo o término para que 
resuelva sobre la petición o realice el 
trámite o diligencia solicitado, este puede 
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advertirle  que  en  caso  de  no resolver 
o cumplir dentro del término fijado en 
dicha resolución, el tribunal   procederá   
a   adoptar   las  medidas  que  entienda 
pertinentes, resolviendo él mismo   acerca   
de   la   petición   o   solicitud, o procediendo a 
ordenar que la Administración Tributaria 
realice inmediatamente la gestión o 
trámite en demora, o simplemente 
liberando al interesado del cumplimiento 
de los trámites y gestiones a que debió 
someterse, con o sin la prestación de 
fianza o garantía;

2.	 En caso de que mediante una 
primera resolución el tribunal le haya 
fijado a la Administración Tributaria un 
plazo o término para que resuelva sobre 
la petición o realice el trámite o diligencia 
solicitado, y ésta no haya resuelto dentro 
del término fijado, el tribunal podrá, 
a solicitud del interesado, emitir una 
segunda resolución complementaria de 
la primera, resolviendo él mismo acerca 
de la petición o solicitud, o simplemente 
liberando al interesado del cumplimiento 
de los trámites y gestiones a que debió 
someterse, con o sin la prestación de 
fianza o garantía.

Ante un Recurso de Amparo Tributario el 
tribunal debe requerir a la Administración 
Tributaria un informe sobre la causa de su 
demora en resolver. (Sentencia del Tribunal 
Contencioso Tributario No. 014-2006, de 
fecha 14 de marzo de 2006; Sentencia del 
Tribunal Contencioso Tributario No. 015-
2006, de fecha 14 de marzo de 2006).

Cuando ante un Recurso de Amparo la 
Administración Tributaria no justifica su 
inercia en resolver, el tribunal desapodera 
del caso al Fisco y se avoca a conocer el 
fondo. (Sentencia del Tribunal Contencioso 
Tributario No. 032-2003, de fecha 22 de 
mayo de 2003).

Finalmente podemos concluir que en 
nuestro ordenamiento jurídico tributario, los 
contribuyentes o administrados disponen 
de vías de recursos idóneas para impugnar 
los actos y resoluciones dictados por la 

Administración Tributaria (Dirección 
General de Impuestos Internos y Dirección 
General de Aduanas) conforme al debido 
proceso, en procura de la garantía de sus 
derechos, contando con una Jurisdicción 
especializada para conocer de sus recursos y 
acciones.
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LA REVISIÓN TRIBUTARIA EN 
ESPAÑA

La especialidad de la materia tributaria, 
la coexistencia de diferentes niveles de 
Administración Tributaria y la ingente 
cantidad de actos administrativos generados 
susceptibles de impugnación, dada la 
generalidad del sistema fiscal, son factores 
que han ido configurando en España un 
mecanismo de revisión tributaria y de 
impugnación de autoliquidaciones complejo 
que abarca diferentes vías de revisión: la 
administrativa, la económico-administrativa 
y la jurisdiccional y comprende diferentes 
órganos encargados de la actividad 
revisora: los órganos administrativos del 
Estado, de las Comunidades Autónomas 
y de las Entidades Locales, los órganos 
económico-administrativos del Estado, de 
las Comunidades y Ciudades Autónomas 
y de los Grandes Municipios y, finalmente, 
los diferentes órganos jurisdiccionales 
encargados de la revisión definitiva una 
vez que se ha agotado la vía económico-
administrativa.

En este trabajo vamos a centrarnos 
fundamentalmente en la revisión en vía 
económico-administrativa desplegada por 
los órganos de revisión del Estado, sin 
perjuicio de realizar un esquema básico de 
las demás vías de revisión y de los demás 
órganos revisores, para poder tener una 
visión general de la totalidad del sistema de 
revisión tributaria en España.

Como se ha indicado, existen tres vías de 
revisión. La puramente administrativa, 
que se realiza por los mismos órganos de 
los que emana el acto impugnado y que 
puede iniciarse tanto por iniciativa del 
contribuyente interesado como de oficio, en 

3 Presidente del Tribunal Económico 
Central de España.	

ciertos casos. La económico-administrativa 
que, como veremos más adelante, constituye 
un especialidad que separa la materia 
tributaria de otras materias administrativas y 
que se despliega por órganos especializados, 
diferenciados e independientes de los 
órganos administrativos que dieron lugar al 
acto objeto de impugnación y que se inicia 
a instancia de parte. Y la jurisdiccional, que 
se desarrolla por los órganos competentes 
del Poder Judicial una vez que se pone fin 
a la vía administrativa o a la económico-
administrativa, en caso de que resulte 
aplicable, ya que el agotamiento de estas 
vías es un requisito obligatorio para acceder 
a la vía jurisdiccional.

Por su parte, son también diversas las 
Administraciones con competencias en 
materia tributaria. Ello responde al esquema 
de organización territorial del estado español 
establecido por la Constitución, que diferencia 
entre municipios, provincias y comunidades 
autónomas. Todos ellos tienen competencias 
propias en materia tributaria, si bien en el 
caso de las provincias es más limitada, ya 
que no pueden establecer impuestos propios, 
pero sí tasas, contribuciones especiales y 
precios públicos.

Las Administraciones tributarias encargadas 
de la aplicación del sistema fiscal de las 
respectivas Comunidades Autónomas 
y de las Entidades Locales se rigen, al 
igual que la Administración Tributaria 
del Estado, por la LGT y sus normas de 
desarrollo, ya que la propia Ley, en su 
artículo 1.1 señala que “Esta ley establece 
los principios y normas jurídicas generales 
del sistema tributario español y será de 
aplicación a todas las Administraciones 
tributarias... “. Y el artículo vigésimo de 
la Ley Orgánica 8/1980, de Financiación 
del las Comunidades Autónomas, en la 
nueva redacción dada por la Ley Orgánica 
3/2009, de modificación de la anterior, 
señala que la Constitución Española atribuye 
en exclusiva al Estado la competencia para 
“...el establecimiento de los principios y 
normas jurídicas generales, sustantivas y 
de procedimiento, del sistema tributario 
español, contenidas en las disposiciones 
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tributarias del Estado y, específicamente, en 
la Ley...” General Tributaria y su normativa 
de desarrollo, “aplicables a y por todas las 
Administraciones tributarias”.

Todas las Comunidades Autónomas y 
las Ciudades con Estatuto de Autonomía 
disponen, con denominaciones diversas, de 
un órgano encargado de la aplicación de los 
tributos. Y el sistema de revisión de los actos 
dictados por dichos órganos varía según que 
el tributo liquidado sea un tributo propio de 
la Comunidad o un tributo del Estado cuya 
gestión se haya cedido a la Comunidad 
Autónoma. En el primer caso, las CCAA 
disponen también de órganos encargados 
de la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas. En el segundo, 
al tratarse de tributos de titularidad estatal, la 
competencia para resolver las reclamaciones 
corresponde originariamente a los órganos 
económico-administrativos del Estado. 
No obstante, la anteriormente citada Ley 
Orgánica 3/2009 prevé la posibilidad de 
ceder esta competencia revisora a las CCAA, 
“sin perjuicio de la función unificadora 
de criterio en los tributos estatales”, que 
corresponde al Estado. Y la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula 
el sistema de financiación de las CCAA, 
ya establece que el Estado delega en las 
Comunidades Autónomas la competencia 
para la revisión de los actos que éstas dicten 
relativos a los tributos estatales cuya gestión 
se halla también cedida. Sin embargo, a la 
fecha de elaboración de este trabajo ninguna 
CA ha asumido la competencia revisora, 
aunque varias de ellas han manifestado su 
voluntad de hacer uso de la cesión prevista.

Las Entidades Locales por su parte, también 
pueden desarrollar lo dispuesto en la LGT 
dentro de sus competencias y a través de las 
correspondientes ordenanzas fiscales, si bien 
la propia LGT, en su Disposición Adicional 
Cuarta, reconduce la regulación del recurso 
de reposición y de reclamaciones económico-
administrativas a la normativa específica de 
las Haciendas Locales, es decir, al Texto 
Refundido de la Ley de Haciendas Locales 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004 de 5 de marzo. Esta Ley regula el 

recurso de reposición como paso previo 
para acudir a la jurisdicción ordinaria y sólo 
permite la presentación de la reclamación 
económico-administrativa en casos muy 
concretos que están relacionados con tributos 
que de alguna manera afectan también al 
Estado. Otra excepción a la inexistencia de 
reclamación económico-administrativa en el 
ámbito local lo constituye la regulación de los 
“municipios de gran población”, regulación 
que fue incorporada a la Ley de Bases de 
Régimen Local de 1985 por la Ley 57/2003 
de 16 de diciembre, en la que se establece 
una organización más compleja para estos 
municipios. Dentro de esa mayor complejidad 
se dispone la existencia de un órgano para la 
resolución de las reclamaciones económico-
administrativas que se presenten contra 
actos tributarios de competencia municipal. 
En estos casos, el recurso de reposición 
es previo pero potestativo. Sin embargo 
la reclamación económico-administrativa 
deviene obligatoria para acudir después a 
la vía jurisdiccional, siguiendo así el mismo 
esquema del ámbito estatal.

No obstante la aplicación general de la 
LGT, el mismo artículo 1, en su punto 2, 
exceptúa los regímenes especiales del País 
Vasco y Navarra, que suponen una auténtica 
excepción al esquema fiscal general del resto 
del Estado, por contar con un Convenio y un 
Concierto específicos.

Hecha esa excepción del País Vasco 
y Navarra, el artículo 5 de la LGT 
considera “Administración Tributaria” y, 
en consecuencia, la somete a sus normas 
generales, a “...los órganos y entidades 
de derecho público que desarrollen las 
funciones…de aplicación de los tributos, 
imposición de sanciones en materia 
tributaria y revisión de los actos dictados 
en ejercicio de las dos primeras funciones”. 
En el caso del Estado, las funciones de 
aplicación de los tributos y de imposición de 
sanciones corresponden a la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria. La función 
revisora, como veremos más adelante, se 
reparte entre la AEAT, el Ministro y los 
Tribunales Económico-Administrativos 
tratándose de la revisión administrativa 
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estricta. Y la revisión económico-
administrativa, que constituye un modelo 
especial y diferenciado de revisión de 
los actos dictados por la Administración 
Tributaria, corresponde en exclusiva a los 
Órganos Económico-Administrativos.

LA VÍA ADMINISTRATIVA DE 
IMPUGNACIÓN DE ACTOS 
TRIBUTARIOS

La vigente Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria (en adelante LGT), 
dedica el Título V a la “revisión en vía 
administrativa” y lo hace con una concepción 
global del término “administrativa” 
porque incorpora en el mismo Título la vía 
económico-administrativa, la cual, como 
ya se ha apuntado y como se detallará más 
adelante en el capítulo correspondiente de 
este trabajo, constituye una vía especial 
de revisión, cuyo procedimiento está más 
cercano a un procedimiento jurisdiccional 
que a un procedimiento administrativo. Toda 
esta materia de revisión ha sido desarrollada 
después por el Reglamento General de 
desarrollo de la LGT, aprobado por el artículo 
único del Real Decreto 520/2005 de 13 de 
mayo (en adelante Reglamento de Revisión).

Es de singular interés en este punto el artículo 
213 de la LGT, ya que señala los medios 
de revisión de “los actos y actuaciones 
de aplicación de los tributos y los actos 
de imposición de sanciones tributarias”, 
relacionando los siguientes:

a)  Los procedimientos especiales de 
revisión.
b)   El recurso de reposición.
c) Las reclamaciones económico-
administrativas.

Mencionamos en este apartado las 
reclamaciones económico-administrativas 
simplemente por seguir la sistemática legal, 
ya que aquí las menciona y regula la LGT, sin 
perjuicio de dedicarle después un apartado 
específico con la extensión y profundidad 
que exige su especialidad e importancia, 
particularmente como mayor garantía de los 
derechos del contribuyente.

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE 
REVISIÓN

Los procedimientos a que se refiere la 
letra a) del artículo 213, esto es, los 
procedimientos especiales de revisión, 
normalmente se utilizan frente a actos 
de aplicación de los tributos y casi todos 
ellos también resultan procedentes para la 
revisión de las resoluciones emanadas de 
los órganos económico-administrativos. 
Estos procedimientos aparecen clasificados 
en el artículo 216 de la LGT. Dicho artículo 
enumera cinco clases de procedimientos 
especiales: la revisión de los actos nulos de 
pleno derecho, la declaración de lesividad 
de actos anulables, la revocación, la 
rectificación de errores y la devolución de 
ingresos indebidos.

Para una rápida comprensión de qué 
procedimientos pueden utilizarse en cada 
caso y contra qué tipo de actos, podemos 
hacer una sencilla clasificación partiendo 
de la diferenciación entre actos favorables y 
actos desfavorables a los particulares.

Así, los actos nulos de pleno derecho son 
revisables tanto si son favorables como 
si son desfavorables, su revisión puede 
iniciarse tanto de oficio como a instancia de 
parte y tanto frente a un acto de aplicación de 
los tributos o de imposición de sanción como 
frente a un acto de revisión. En el ámbito 
estatal, la competencia para la resolución de 
este procedimiento corresponde al Ministro 
y es preceptivo un dictamen favorable del 
Consejo de Estado.

En los demás casos distintos de actos nulos 
de pleno derecho, si el acto es favorable al 
contribuyente únicamente podrá modificarse 
si al dictarse se incurrió en error de hecho 
o, como señala el artículo 220.1 de la LOT, 
errores materiales, aritméticos o de hecho, esto 
es, aquéllos cuya realidad es independiente 
de toda opinión o criterio de calificación. 
También cabe este procedimiento de revisión 
para rectificar los actos afectados por 
errores de hecho que resulten de los propios 
documentos incorporados al expediente. 
Esta rectificación procede tanto respecto de 
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actos de aplicación tributaria e imposición 
de sanciones como respecto de los derivados 
de la acción revisora en vía económico-
administrativa y puede iniciarse de oficio o 
a instancia del interesado.

En otros casos de actos favorables 
distintos del error de hecho (y que no sean 
nulos de pleno derecho), para proceder 
a su modificación es necesario acudir al 
procedimiento de declaración de lesividad, 
que corresponde al Ministro y una vez 
declarada la lesividad por infracción del 
ordenamiento jurídico, es preciso impugnar 
el acto en vía contencioso-administrativa 
por parte de la propia Administración. Por 
tanto, más que un procedimiento de revisión, 
la mera declaración de lesividad es una 
“diligencia preliminar” del procedimiento 
contencioso-administrativo. En este caso, 
para dejar sin efecto un acto simplemente 
anulable que era favorable al administrado, 
la Ley exige mayores garantías y priva 
de potestad a la propia Administración, 
para situarla en los Tribunales del orden 
Contencioso-administrativo. La declaración 
de lesividad puede aplicarse tanto a los actos 
de aplicación de los tributos e imposición 
de sanciones como a los actos derivados 
del ejercicio de la función revisora en vía 
económico-administrativa.

Y finalmente, los supuestos de actos 
desfavorables para el contribuyente, que no 
incurran en nulidad de pleno derecho, pueden 
ser objeto de revocación pero, en este caso, 
por disposición expresa del artículo 219 de 
la LGT que regula esta figura, sólo podrán 
revocarse los actos de aplicación de los tributos 
y de imposición de sanciones, sin que quepa 
la revocación para las resoluciones de las 
reclamaciones económico-administrativas. 
La revocación de actos desfavorables exige 
que se haya infringido manifiestamente 
la ley, que circunstancias sobrevenidas 
pongan de manifiesto la improcedencia del 
acto o que se haya producido indefensión 
al interesado. Ahora bien, existen unos 
límites a la posibilidad de revocación de los 
actos, ya que ésta no puede ser contraria al 
principio de igualdad, al interés público o al 
ordenamiento jurídico.

Por último, la devolución de ingresos 
indebidos es el quinto procedimiento 
especial de revisión que menciona el 
artículo 216 de la LGT. A pesar de esta 
calificación debemos señalar que no se 
trata de un auténtico procedimiento de 
revisión de un acto administrativo, ya que 
procede contra actuaciones realizadas por 
el propio contribuyente en su perjuicio. Así, 
este procedimiento para el reconocimiento 
del derecho a la devolución de ingresos 
indebidos, que puede iniciarse tanto de oficio 
como a instancia de parte, procede, a tenor 
de lo señalado en el artículo 221 de la LGT, 
cuando se haya producido una duplicidad 
en el pago, cuando se haya pagado una 
cantidad mayor que la resultante de un acto 
de liquidación o de una auto liquidación, 
o cuando se hayan ingresado cantidades 
sobre deudas ya prescritas. Cuando un 
interesado considere que ha realizado 
un ingreso indebido derivado de una 
autoliquidación, puede instar la rectificación 
de la autoliquidación, facultad que la LGT 
regula en el Título III, de la aplicación de 
los tributos, no constituyendo, obviamente 
un procedimiento de revisión, sino una 
actuación incluida en el procedimiento de 
gestión tributaria, el cual puede iniciarse, 
entre otras formas, por la presentación de 
una autoliquidación o de una solicitud del 
obligado tributario.

EL RECURSO POTESTATIVO DE 
REPOSICIÓN

La LGT dedica los artículos 222 a 225 a 
la regulación del recurso de reposición. El 
objeto del recurso de reposición son los actos 
dictados por la Administración Tributaria 
susceptibles de reclamación económico-
administrativa. Es potestativo, ya que no 
constituye requisito necesario para acudir 
a la vía económico-administrativa, pero 
no pueden simultanearse ambas formas de 
impugnación, por lo que, una vez presentado 
el recurso de reposición, para poder entablar 
la reclamación económico-administrativa 
el interesado debe esperar a su resolución 
expresa o a su desestimación por silencio 
administrativo. Si el interesado no obstante 
presenta tanto el recurso de reposición como 



Procedimiento de impugnación tributaria en España
31

la reclamación económico-administrativa 
sobre un mismo acto, se resolverá la 
impugnación presentada en primer lugar, 
declarando inadmisible la segunda.

Los interesados disponen del plazo de 
un mes para la interposición del recurso 
de reposición, contado a partir del día 
siguiente al de la notificación del acto que 
se quiere recurrir o del siguiente a aquel 
en que se producen los efectos del silencio 
administrativo.

Durante el plazo habilitado para la 
interposición del recurso, el interesado 
puede comparecer ante la Administración 
para que le sea puesto de manifiesto el 
expediente si lo precisa para presentar sus 
alegaciones en mejor defensa de su derecho. 
Este recurso permite al órgano competente 
para resolverlo, que no es otro que aquél 
que dictó el acto que se recurre, conocer de 
todas las cuestiones de hecho o de derecho 
que ofrezca el expediente, hayan sido o 
no planteadas en el recurso, sin que pueda 
empeorar la situación inicial del recurrente. 
Es decir, se prohibe la “reformatio in peius”.

Es posible suspender la ejecución del acto 
que se recurre si se garantiza el importe del 
acto, los intereses de demora y los recargos 
que pudieran proceder en el momento de 
solicitar la suspensión. Ahora bien, los actos 
de imposición de sanciones se suspenden 
automáticamente sin necesidad de aportar 
garantías y lo mismo ocurre cuando se 
aprecie que al dictar el acto se ha podido 
incurrir en error material, aritmético o de 
hecho.

Finalmente, la resolución del recurso de 
reposición debe notificarse en el plazo de 
un mes contado desde el día siguiente al 
de la presentación del recurso y si en dicho 
plazo la notificación no ha sido practicada, 
el interesado puede entender desestimada 
su pretensión al objeto de interponer 
la reclamación que proceda, quedando 
expresamente eliminada la posibilidad de 
interponer contra la resolución un nuevo 
recurso de reposición.

LA VÍA ECONÓMICO-
ADMINISTRATIVA EN EL 
ORDENAMIENTO TRIBUTARIO 
ESPAÑOL

ANTECEDENTES

Como se ha apuntado más atrás, en el 
ordenamiento tributario español existe 
una vía administrativa especial para 
impugnar los actos tributarios ante la 
propia Administración, antes de acudir 
a la correspondiente vía judicial, que se 
denomina “vía económico-administrativa”. 
Esta vía especial se articula en torno a la 
reclamación económico-administrativa, que 
nació con la denominada “Ley Camacho” de 
31 de diciembre de 1881, que exigía agotar 
la vía gubernativa para acudir a la judicial. 
Su regulación actual exige la separación 
entre los órganos encargados de la gestión 
tributaria en sentido amplio (gestión, 
comprobación-fiscalización y recaudación) 
y los encargados de la resolución de 
reclamaciones contra dicha gestión. Esta 
separación de funciones se explicita en el 
artículo 83.2 de la Ley General Tributaria, 
actualmente vigente, cuando señala que 
“las funciones de aplicación de los tributos 
se ejercerán de forma separada a la de 
resolución de las reclamaciones económico 
administrativas que se interpongan contra 
los actos dictados por la Administración 
tributaria”. Y especifica en su apartado 3 que 
“la aplicación de los tributos se desarrollará 
a través de los procedimientos de gestión, 
inspección, recaudación y los demás 
previstos en este título.”

A esta separación entre los ámbitos de 
gestión en sentido amplio y de revisión, 
que constituye uno de los pilares más 
significativos de la revisión tributaria en 
España, se refería ya el preámbulo de un 
Decreto-Ley de 16 de junio del año 1924 en 
el que se podía leer:

“Toda reforma que aspire a hacer eficaz 
y fecunda la Administración Central y 
Provincial de la Hacienda Pública ha de 
tener como punto de partida la diferencia 
entre los actos de gestión y las reclamaciones 
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que contra éstos se promuevan. El acto de 
gestión, rápido, enérgico, certero, es el 
propio y adecuado de la unidad de mando 
y de la iniciativa personal, en tanto que 
la reclamación exige un examen atento y 
reposado y ajeno al impulso de la acción, 
la cual, sólo por el hecho de tal, puede ser 
precipitada.”

La separación entre los órdenes de aplicación 
de los tributos, por un lado, y de resolución 
de reclamaciones, por otro, se consagró en el 
artículo 90 de la Ley General Tributaria de 
1963 al establecer:

“Las funciones de la Administración 
en materia tributaria se ejercerán con 
separación en sus dos órdenes de gestión, 
para la liquidación y recaudación, y de 
resolución de reclamaciones que contra 
aquella gestión se susciten, y estarán 
encomendadas a órganos diferentes.”

Estos órganos económico-administrativos 
actúan “... con independencia funcional en 
el ejercicio de sus funciones.”, tal como 
establece el artículo 228.1 de la Ley General 
Tributaria, antes citada.

LA ESPECIALIDAD DE LA VÍA 
ECONÓMICO-ADMINISTRATIVA 
FRENTE AL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN

Como ya se ha indicado, los órganos 
económico-administrativos, el procedimiento 
económico-administrativo que ante ellos 
se desarrolla y la reclamación económico-
administrativa suponen una “especialidad” 
tributaria dentro del derecho administrativo 
español y, para su mejor comprensión, 
debemos explicar su ubicación dentro del 
esquema general de las instituciones y 
procedimientos revisores de los actos de la 
Administración Pública española.

La Ley 30/1992, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, de 26 
de noviembre, establece, en su artículo 107, 
que contra las resoluciones administrativas y 
contra los actos de trámite que determinen la 

imposibilidad de continuar un procedimiento 
o produzcan indefensión o perjuicio 
irreparable a derechos e intereses legítimos 
podrá interponerse por los interesados o bien 
el recurso de alzada ante el órgano superior 
jerárquico del que los dictó, o bien, con 
carácter potestativo, el recurso de reposición 
ante el órgano que dictó el acto. Esto es, se 
configuran como recursos administrativos 
previos a la vía judicial, con carácter 
general, el recurso de alzada ante el superior 
jerárquico con carácter obligatorio y el 
recurso de reposición ante el mismo órgano, 
con carácter potestativo.

Sin embargo, el ámbito tributario constituye 
una verdadera excepción a ese régimen 
general administrativo ya que tiene su propia 
especialidad, reconocida por la misma Ley 
30/1992, que establece, en su Disposición 
Adicional Quinta, que los procedimientos 
tributarios y la aplicación de los tributos 
se regirán por la Ley General Tributaria 
y normas de desarrollo, siendo aquélla de 
aplicación supletoria en defecto de norma 
tributaria aplicable. Por su parte, la Ley 
General Tributaria dedica todo su Título V 
a la revisión, en vía administrativa, de los 
actos administrativos de carácter tributario, 
dedicando una extensa regulación a las 
reclamaciones económico-administrativas. 
Y en esta regulación especial tributaria, se 
exige a quienes pretendan acudir a la vía 
judicial ordinaria el necesario planteamiento, 
en sustitución del recurso de alzada y 
con carácter previo, de una reclamación 
económico-administrativa.

Con carácter previo a la reclamación 
económico-administrativa puede 
interponerse recurso de reposición 
potestativo, pero éste tiene a su vez una 
regulación específica “tributaria”, al ser 
previo a la vía económico-administrativa.

En el ordenamiento jurídico español, para 
acceder a la vía judicial ordinaria es preciso 
el agotamiento de la vía administrativa. Pues 
bien, si el recurso ordinario de alzada en el 
ámbito administrativo general es obligatorio 
para poner fin a la vía administrativa y dejar 
expedita la judicial, en materia tributaria 
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es el agotamiento de la vía económico-
administrativa el requisito previo para 
acceder a la vía judicial. Así, la propia 
Ley General Tributaria, en su artículo 248 
dispone que “las resoluciones que pongan 
fin a la vía económico-administrativa 
serán susceptibles de recurso contencioso-
administrativo ante el órgano jurisdiccional 
competente”. Y en la misma línea, la propia 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
atribuye en su artículo 10.1A) a los Tribunales 
Superiores de Justicia la competencia para 
conocer, en única instancia, de los recursos 
que se promuevan contra las resoluciones 
dictadas por los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales y Locales 
que pongan fin a la vía “económico-
administrativa”.

Sin embargo, esta especialidad de la vía de 
revisión en materia tributaria y su exigencia 
de separación de órganos de gestión y de 
revisión, que podría parecer fundamentada 
en la necesidad de proteger de manera 
especial la posición de la Hacienda Pública, 
responde también, y de manera principal, 
a la necesidad de proteger los derechos 
de los ciudadanos. Y así se expresa en la 
exposición de motivos del Decreto-ley de 
1924, ya citado, cuando señala que la “...
implantación de los Tribunales Económico-
Administrativos satisface la exigencia de 
justicia y de razón de que sean organismos 
distintos los que administran los tributos y los 
que conocen de las reclamaciones...”. Ello 
supone el punto de partida o el nacimiento 
de una tendencia dirigida al equilibrio 
cada vez mayor de las relaciones entre 
Administración y administrados en el ámbito 
tributario. A partir de ese momento se ha ido 
evolucionando, de forma tímida y lenta en un 
principio, pero de manera constante y rápida 
después, hacia el establecimiento de unas 
relaciones más igualitarias y equilibradas, 
dirigidas a salvaguardar y garantizar los 
derechos de los contribuyentes.

En este camino hacia el equilibrio de las 
relaciones Administración-administrado 
ha tenido una enorme importancia la 
Constitución Española de 1978 y la doctrina 

emanada del Tribunal Constitucional. En 
la Constitución se atribuyen derechos y 
libertades a los ciudadanos, se hace residir 
la soberanía nacional en el pueblo español, 
del que emanan los poderes del Estado y se 
propugna la justicia y la igualdad como dos 
de los valores superiores del ordenamiento 
jurídico español.

Trasladado al ámbito fiscal, esos valores 
superiores de justicia e igualdad aparecen 
reconocidos en el artículo 31.1 de la 
Constitución, cuando dice que “Todos 
contribuirán al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su capacidad 
económica mediante un sistema tributario 
justo inspirado en los principios de igualdad 
y progresividad que en ningún caso tendrá 
alcance confiscatorio”. Resulta evidente 
que la justicia en este campo sólo puede 
producirse garantizando la igualdad de 
los ciudadanos ante el hecho fiscal. Y esta 
igualdad exige generalidad en la aplicación 
del sistema y repartir la carga tributaria 
tratando de la misma manera a todos los 
contribuyentes que se encuentren en la 
misma situación, atendiendo a su capacidad 
económica. Pero para que este valor superior 
de “igualdad” que es a su vez un principio 
tributario esencial del ordenamiento jurídico 
tributario español sea debidamente respetado 
es necesario no sólo que se garantice la 
igualdad de los ciudadanos ante la ley, sino 
que además se persiga y se consiga una 
igualdad de los ciudadanos en la “aplicación” 
de esa ley. De esta forma, el requisito de 
igualdad no es sólo responsabilidad del poder 
legislativo, sino que también el ejecutivo 
y el judicial, al aplicar la ley y revisar los 
actos administrativos respectivamente, están 
obligados a tratar a los contribuyentes de 
acuerdo con los mismos criterios, sin que 
quepa tratar de manera desigual situaciones 
sustancialmente idénticas, salvo que se 
justifique razonablemente y de forma 
objetiva el cambio de criterio.

Pues bien, la vía económico-administrativa y 
los Tribunales Económico-administrativos, 
por sus especiales características y, en 
particular, por la función de fijación del 
criterio tributario administrativo atribuido 
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al Tribunal Económico-Administrativo 
Central, que vincula al resto de la 
Administración Tributaria, desempeñan 
una función de crucial importancia en la 
consecución de un trato igual y, por ende 
justo, de los ciudadanos en la aplicación del 
sistema fiscal español y del aduanero.

Y para alcanzar la justicia y la igualdad 
resulta imprescindible la garantía de una 
tutela judicial efectiva, que la Constitución 
española consagra en su artículo 24, 1 al 
señalar que “todas las personas tienen 
derecho a obtener la tutela efectiva de 
los jueces y tribunales en el ejercicio de 
sus derechos e intereses legítimos, sin 
que en ningún caso pueda producirse 
indefensión”. Ahora bien, aunque en 
principio la Constitución se dirige a “jueces 
y tribunales” ha sido el propio Tribunal 
garante del respeto a la norma suprema, el 
Tribunal Constitucional, el que ha señalado 
que el precepto transcrito también ha de 
exigirse a quienes aplican la Ley y a quienes 
revisan esa aplicación, comprendiendo por 
tanto a la Administración Tributaria y a los 
Tribunales Económico-Administrativos, 
porque también la Administración Pública 
debe proteger los derechos de los ciudadanos 
y regirse, en su actuación, por los criterios 
de eficacia y de servicio a los ciudadanos, 
tal como establece e! artículo 3.2 de la Ley 
32/1992, más arriba citada.

En este sentido la vía económico-
administrativa aporta una serie de ventajas 
al ciudadano si se la compara con la vía 
administrativa general, fundamentalmente 
por dos razones:

   • por un lado, la decisión corresponde 
adoptarla a un órgano desvinculado de 
quien dictó el acto que se revisa, lo que le 
otorga mayor grado de objetividad frente al 
recurso de alzada ordinario, que lo resuelve 
el superior jerárquico y frente al recurso de 
reposición, que lo resuelve el propio órgano 
que dictó el acto.

   • por otro, en los casos aparentemente 
más complejos, resuelve por mayoría un 
órgano colegiado lo que le otorga mayor 

probabilidad de acierto frente a la resolución 
por un órgano unipersonal.

Por otra parte, respecto de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, debe destacarse 
que los componentes de los órganos 
económico-administrativos son expertos 
por formación de origen en las materias a 
las que se refieren las reclamaciones, lo que 
les confiere un grado de especialidad que 
no tienen en muchas ocasiones los órganos 
de lo contencioso-administrativo, cuyos 
componentes, al menos en origen, no tienen 
una formación tributaria especializada.

Conviene quizá apuntar algunos datos que 
permitan apreciar con mayor claridad la 
aportación que los órganos económico-
administrativos del Estado realizan a la tarea 
de revisión tributaria: alrededor del 85 por 
100 de las reclamaciones interpuestas se 
resuelven definitivamente en los Tribunales 
Económico-Administrativos sin pasar, por 
tanto, a la vía judicial. Las razones para que 
este 85 % de reclamaciones no pasen a la vía 
judicial son diversas pero fundamentalmente 
responden o bien a que la reclamación 
ha sido estimada total o parcialmente, o 
bien a que los fundamentos jurídicos de 
la resolución han sido convincentes al 
reclamante, o bien a que el coste que supone 
el recurso contencioso-administrativo no 
compensa el riesgo de obtener, igualmente, 
una nueva desestimación. La reclamación 
económico-administrativa es gratuita, hecho 
que probablemente facilita la presentación 
de reclamaciones jurídicamente dudosas 
o incluso con pretensiones claramente 
indefendibles, que nunca se darían en la 
vía jurisdiccional, que exige abogado y 
procurador y la posibilidad de ser condenado 
en costas.

Incluso para el 15% de resoluciones 
que finalmente son recurridas ante los 
Tribunales ordinarios, el paso previo por los 
económico-administrativos ha de resultarles 
de gran ayuda, pues aquellos ven facilitado 
su trabajo ya que reciben un expediente 
perfectamente ordenado, con la exposición 
clara de los hechos y de los fundamentos de 
derecho en que se basa una decisión jurídica, 
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decisión que podrán compartir o no los 
señores magistrados, pero decisión que se les 
presenta ordenada, estudiada, documentada 
y razonada.

NATURALEZA DE LOS TRIBUNALES 
ECONÓMICO-ADMINISTRATIVOS

Aunque a lo largo de su historia ha existido 
una cierta discusión teórica entre la doctrina 
acerca de la naturaleza de los Tribunales 
Económico-Administrativos como órganos 
encargados de resolver las reclamaciones 
económico-administrativas, en la actualidad 
existe práctica unanimidad a la hora de 
enjuiciar la naturaleza de estos Tribunales.

Ciertamente, la normativa vigente les 
atribuye la denominación de “Tribunales” 
y en variadas ocasiones se hace referencia 
también a la existencia de una “jurisdicción 
económico-administrativa”, por lo que 
algunos autores han mantenido el carácter 
jurisdiccional de su función y de su 
naturaleza. Sin embargo la Constitución 
Española, en su artículo 117.3 atribuye 
“exclusivamente” el ejercicio de la potestad 
jurisdiccional a los Juzgados y Tribunales 
que integran el Poder Judicial, juzgando y 
haciendo ejecutar lo juzgado.

Por otra parte, la Ley General Tributaria, 
en su artículo 228 al atribuir a los órganos 
económico-administrativos “el conocimiento 
de las reclamaciones económico-
administrativas...” dispone que “...actuarán 
con independencia funcional en el ejercicio 
de sus competencias”. Esa independencia 
funcional acerca los Tribunales Económico-
Administrativos a los Jueces y Magistrados 
integrantes del poder judicial, ya que la 
independencia es una característica exigida 
por la Constitución a estos últimos (artículo 
117.1 de la CE). Ahora bien, la independencia 
funcional de los órganos económico-
administrativos, que siempre se ha respetado 
por el propio Ministerio de Economía y 
Hacienda y por el resto de la Administración 
Pública española, no impide que dichos 
órganos estén incardinados en la Secretaría 
de Estado de Hacienda y Presupuestos, a 
través de la Secretaría General de Hacienda, 

si bien esa incardinación no ha perjudicado 
ni obstaculizado su independencia funcional.

Por otro lado, aunque su denominación 
lleva incorporada la palabra “tribunales” 
también es cierto que del mismo modo lleva 
incorporada la palabra “administrativos”, 
palabra que, junto con su adscripción a 
la Secretaría de Estado de Hacienda y 
Presupuestos, no puede dejar dudas acerca 
de su verdadera naturaleza “administrativa”. 
Ello no obstante, sus procedimientos, sus 
actuaciones, su organización o su forma de 
pronunciarse, se asemejan mucho más al 
quehacer de un órgano jurisdiccional que 
al de un órgano administrativo. Podemos 
pues concluir con ello que los Tribunales 
Económico-Administrativos españoles son 
especiales, pues si bien tienen naturaleza 
administrativa, sus actuaciones siguen un 
procedimiento, el económico-administrativo, 
que se asemeja extraordinariamente a 
la tramitación y a los procedimientos 
jurisdiccionales. Efectivamente, la acción de 
los TEA va dirigida a dilucidar un conflicto 
entre dos partes diferentes: la Administración 
y el administrado o, incluso, entre dos 
particulares por ejemplo por conflictos 
de repercusión o retención tributaria o 
en materia de facturación. Además no se 
pueden revocar las resoluciones de los TEA 
ni siquiera cuando éstas sean desfavorables 
para los interesados, porque tal revocación 
perjudicaría a una parte (la Administración) 
y beneficiaría a otra parte (el administrado).

Y esa especialidad o naturaleza “sui generis” 
de los TEA españoles precisamente ha sido 
reconocida por el Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea en una Sentencia de 21 
de marzo de 2000, en la que ese Tribunal 
hubo de pronunciarse sobre una cuestión 
de vital importancia, cual es si los TEA 
están legitimados para plantear cuestiones 
prejudiciales cuando entiendan que una 
norma interna contraviene lo establecido 
en una norma europea, suspendiendo la 
resolución del caso enjuiciado hasta tanto 
el Tribunal de Luxemburgo se pronuncie 
sobre la cuestión, o si por el contrario, esa 
facultad está reservada, exclusivamente, a 
los órganos que integran el poder judicial. 
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Y debió pronunciarse sobre esta cuestión 
porque la cuestión prejudicial fue planteada, 
precisamente, por un Tribunal Económico-
Administrativo Regional, concretamente, el 
de Cataluña.

Pues bien, la Sentencia señalada va analizando 
la regulación de estos órganos, destacando 
sus características esenciales, para llegar a 
la conclusión de que reúnen los requisitos 
para considerarlos órganos jurisdiccionales 
a los efectos de poder plantear cuestiones 
prejudiciales, circunscribiéndolo así al 
ámbito del Derecho Comunitario.

La mencionada Sentencia del Tribunal de 
Luxemburgo destaca “el origen legal y 
permanencia” de los TEA, ya que tanto 
sus funciones como su organización están 
regulados por un conjunto de normas 
cuya antigüedad y rango acreditan dicho 
carácter. También destaca la Sentencia 
que “la jurisdicción de dichos Tribunales 
tiene carácter obligatorio”, ya que están 
obligados a resolver en todo caso y es 
necesario agotar esta vía para acudir a la 
contencioso-administrativa. Por otra parte 
señala que “las resoluciones firmes de los 
Tribunales económico-administrativos 
tienen fuerza obligatoria”, esto es, que 
deben ser ejecutadas por la Administración 
que dictó el acto impugnado, debiendo 
modificarlo y devolver, en su caso, las 
cantidades indebidamente ingresadas. Por 
su parte, la Sentencia admite que si bien 
el procedimiento no resulta ser puramente 
“contradictorio”, sin embargo entiende 
que reúne suficientes características para 
admitir que “cumple el requisito” de la 
contradicción entre las partes. En quinto 
lugar, la Sentencia constata que estos órganos 
deben resolver en Derecho, puesto que 
“aplican normas jurídicas” y, por último 
menciona la independencia funcional y la 
separación de funciones entre los órganos de 
aplicación de los tributos y los órganos de 
resolución de reclamaciones contra los actos 
de aplicación, lo que permite a estos últimos 
resolver “sin recibir instrucción alguna de la 
Administración tributaria”.

Pues bien, con base en las anteriores 
argumentaciones que aquí se presentan 
de manera resumida, el Tribunal de 
Luxemburgo concluyó la legitimación de 
los TEA para el planteamiento de cuestiones 
prejudiciales, como si de cualquier otro 
órgano judicial se tratase, reconociéndoles 
el carácter jurisdiccional aunque, como ya 
se ha avanzado, reducido dicho carácter 
al ámbito del Derecho comunitario y a los 
efectos de la presentación de estas cuestiones 
prejudiciales.

Por su parte, el Tribunal Supremo español, 
en Sentencia de 28 de enero de 2002, ha 
concluido que los TEA ni orgánicamente son 
órganos jurisdiccionales ni funcionalmente 
ejercen potestades jurisdiccionales. Con ello 
queda zanjada la cuestión de la naturaleza 
de los TEA en el ámbito interno, si bien en 
lo referente al Derecho de la Unión Europea 
los TEA revisten carácter jurisdiccional a 
los efectos limitados establecidos por la 
Sentencia reseñada y a los que en un futuro 
pudiera establecer, en su caso, el Tribunal 
Superior de Justicia de la Unión Europea.

Quizá convenga en este punto insistir sobre 
una de las características de los TEA que 
el Tribunal de Luxemburgo destaca para 
atribuirles el carácter jurisdiccional ya 
expuesto, cual es la obligación que tienen los 
Tribunales Económico-Administrativos de 
resolver en todo caso y de hacerlo con arreglo 
a Derecho. Así lo señala expresamente el 
artículo 239.1 de la Ley General Tributaria, 
al disponer que “no podrán abstenerse de 
resolver ninguna reclamación sometida a 
su conocimiento sin que pueda alegarse 
duda racional o deficiencia en los preceptos 
legales”. Y continúa el punto 2 de este mismo 
artículo destacando que “las resoluciones 
dictadas deberán contener los antecedentes 
de hecho y los fundamentos de derecho en 
que se basen y decidirán todas las cuestiones 
que se susciten en el expediente, hayan sido 
o no planteadas por los interesados”.
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ÁMBITO DE LAS RECLAMACIONES 
ECONÓMICO-ADMINISTRATIVAS

El ámbito de las reclamaciones económico-
administrativas viene determinado por dos 
aspectos: la materia que puede ser objeto de 
reclamación y los actos administrativos que 
son susceptibles de ser impugnados por esta 
vía.

La materia económico-administrativa 
aparece regulada en el artículo 226 de la 
LGT y comprende:

 • La aplicación de los tributos del Estado 
o de los recargos establecidos sobre ellos, 
la imposición de sanciones tributarias que 
realicen la Administración General del 
Estado y sus entidades dependientes.

 • La aplicación de los tributos del Estado, 
sus recargos y sanciones cedidos a las 
Comunidades Autónomas.

 • Cualquier otra que se establezca por 
mandato legal expreso.

La propia LGT en su DA undécima 
determina la posibilidad de reclamación 
económico-administrativa respecto de los 
actos recaudatorios de la Agencia Tributaria 
relativos a ingresos de derecho público del 
Estado o de otra Administración pública; el 
reconocimiento o liquidación de obligaciones 
del Tesoro Público y el reconocimiento y 
pago de toda clase de pensiones que sean 
competencia del Ministerio de Economía y 
Hacienda.

Por lo que se refiere a los actos reclamables, 
dentro de la materia económico-
administrativa, el artículo 227.1 de la LGT 
realiza una definición general y se refiere a 
los actos que provisional o definitivamente 
reconozcan o denieguen un derecho o 
declaren una obligación o un deber y 
a los de trámite que decidan, directa o 
indirectamente, el fondo del asunto o pongan 
término al procedimiento. A continuación el 
mismo artículo enumera una serie de actos 
concretos reclamables para pasar después a 
señalar actuaciones de los particulares que 

son también susceptibles de reclamación, 
como las relativas a las obligaciones de 
repercutir y soportar la repercusión de 
impuestos, las relativas a las obligaciones 
de practicar y soportar retenciones y pagos 
a cuenta o las relativas a la obligación de 
expedir factura que incumbe a empresarios 
y profesionales. En estos casos se resuelven 
litigios entre particulares, si bien se trata de 
litigios de carácter tributario, realizando una 
función cuasi judicial, si bien susceptible de 
ser recurrida después en vía jurisdiccional.

ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS 
DE LOS ÓRGANOS ECONÓMICO-
ADMINISTRATIVOS

La LGT atribuye en exclusividad el 
conocimiento de las reclamaciones 
económico-administrativas a los órganos 
económico-administrativos, “que actuarán 
con independencia funcional en el ejercicio 
de sus competencias”. Según el artículo 228 
de esta Ley, en el ámbito de competencias 
del Estado son órganos económico-
administrativos el Tribunal Económico 
Administrativo Central, los Tribunales 
económico-administrativos regionales y 
locales, que pueden tener a su vez salas 
desconcentradas y también la Sala Especial 
para la Unificación de Doctrina.

Por su parte, las Comunidades Autónomas 
y las Ciudades con Estatuto de Autonomía 
pueden determinar la estructura 
administrativa para el ejercicio de esta 
función revisora, “sin perjuicio de la labor 
unificadora del Estado”.

El Tribunal Económico-Administrativo 
Central tiene su sede en Madrid y es 
competente para resolver en única instancia 
y en segunda instancia:

• En única instancia: las reclamaciones 
presentadas contra actos dictados por los 
órganos centrales del Ministerio, de otros 
Ministerios o de la AEAT o por órganos 
superiores de la Administración de las 
Comunidades Autónomas. Y también en 
única instancia, las reclamaciones que, 
pudiendo presentarse en primera instancia 
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ante los tribunales regionales, se interponen 
directamente ante el TEAC.

• En segunda instancia, de los recursos de 
alzada ordinarios contra las resoluciones de 
los tribunales regionales o locales.

También le corresponde resolver los 
recursos extraordinarios de revisión y los 
extraordinarios de alzada para unificación 
de criterio, así como la rectificación de los 
errores materiales o de hecho en que incurran 
sus resoluciones.

Por lo que se refiere a los Tribunales 
Económico-administrativos regionales 
y locales, les corresponde resolver las 
reclamaciones contra actos dictados por los 
órganos periféricos de la Administración 
del Estado y de la AEAT y por los órganos 
no superiores de las CCAA, así corno las 
reclamaciones entre particulares. Y todo ello 
lo resuelven en primera o en única instancia, 
según que la cuantía de la reclamación sea 
o no superior a 150.000 euros de cuota o 
1.800.000 si se trata de bases imponibles. 
También les corresponde la rectificación de 
errores en que incurran sus resoluciones.

Hay un Tribunal Regional en cada Comunidad 
Autónoma, existiendo además cinco Salas 
Desconcentradas y dos Tribunales locales, 
en Ceuta y en Melilla. La competencia 
territorial se determina conforme a la sede 
del órgano administrativo que hubiera 
dictado el acto objeto de la reclamación.

Por lo que se refiere a la Sala Especial para 
la Unificación de Doctrina, se trata de una 
novedad introducida por la LGT de 2003 
para conocer del recurso extraordinario para 
la unificación de doctrina. Es un órgano de 
revisión no permanente ya que sólo se reúne 
cuando se presenta un recurso de este tipo 
y el presidente de la Sala, que es el propio 
presidente del TEAC, la convoca. La mitad 
de sus miembros procede del TEAC y tiene 
unos miembros fijos y otros que varían en 
función de la materia objeto del recurso. El 
presidente tiene voto de calidad en caso de 
empate. Esta nueva figura ha sido criticada 
por un sector doctrinal por considerar que la 

misma atenta contra la independencia de los 
órganos económico-administrativos, ya que 
el legitimado para interponer el recurso es el 
Director General de Tributos, quien también 
forma parte de la Sala al igual que el Director 
de la Agencia Tributaria, y el recurso se 
interpone, precisamente, por no estar de 
acuerdo con algún criterio del TEAC vertido 
en alguna de sus resoluciones. En contra 
de esta crítica puede decirse, primero, que 
desde su creación sólo se ha convocado la 
Sala una vez; segundo, que el nuevo criterio 
que pudiera establecer la Sala no afectaría a 
la situación jurídica particular del interesado 
que hubiera iniciado la impugnación origen 
del conflicto; y tercero, que en caso de 
unanimidad de criterio por parte de los 
miembros de la Sala procedentes del TEAC, 
siempre se mantendría el criterio de éste, 
gracias al voto de calidad del presidente.

Los Tribunales Económico-Administrativos 
pueden funcionar en Pleno, en Salas o de 
forma unipersonal. El Pleno está formado 
por el Presidente, los Vocales y el Secretario 
General. Las Salas aparecen integradas por 
el Presidente del Tribunal o el de la Sala, un 
Vocal al menos y el Secretario. Y de forma 
unipersonal pueden hacerlo a través del 
Presidente, de los Presidentes de Sala, de los 
Vocales y del Secretario.

Los órganos unipersonales actúan en el 
procedimiento denominado “abreviado” 
que veremos más adelante, así como 
en determinados supuestos dentro del 
procedimiento general económico-
administrativo, como la resolución de 
cuestiones incidentales, los acuerdos de 
archivo o las resoluciones que declaran la 
inadmisibilidad, incluido el caso del recurso 
extraordinario de revisión.

LAS RECLAMACIONES 
ECONÓMICO-ADMINISTRATIVAS. 
INICIACIÓN

La reclamación económico-administrativa 
deberá iniciarse mediante la presentación 
de un escrito que podrá limitarse a solicitar 
que se tenga por interpuesta, identificando al 
reclamante, el acto o actuación contra el que 
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se reclama, el domicilio para notificaciones 
y el Tribunal ante el que se interpone para 
que le sea puesto de manifiesto el expediente 
y presentar después las alegaciones. Pero 
también el reclamante puede optar por 
acompañar las alegaciones en que base su 
derecho en este escrito de interposición.

En los casos de reclamaciones entre 
particulares, que como vimos pueden 
afectar a retenciones, ingresos a cuenta, 
repercusiones, obligación de expedir y 
entregar factura y a las relaciones entre el 
sustituto y el contribuyente, el escrito deberá 
identificar también a la persona recurrida y su 
domicilio y adjuntar todos los antecedentes 
que obren a disposición del reclamante o en 
registros públicos.

PLAZO DE PRESENTACIÓN

La reclamación económico-administrativa 
en única o primera instancia se interpondrá 
en el plazo de un mes a contar desde el 
día siguiente al de la notificación del acto 
impugnado, desde el día siguiente a aquél 
en que se produzcan los efectos del silencio 
administrativo o desde el día siguiente a aquél 
en que quede constancia de la realización u 
omisión de la retención o ingreso a cuenta, 
de la repercusión motivo de la reclamación 
o de la sustitución derivada de las relaciones 
entre el sustituto y el contribuyente.

Tratándose de reclamaciones relativas a 
la obligación de expedir y entregar factura 
que incumbe a empresarios y profesionales, 
el plazo al que se refiere el párrafo anterior 
empezará a contarse transcurrido un mes 
desde que se haya requerido formalmente el 
cumplimiento de dicha obligación.

En el supuesto de deudas de vencimiento 
periódico y notificación colectiva, el plazo 
para la interposición se computará a partir 
del día siguiente al de finalización del 
período voluntario de pago.

ÓRGANO AL QUE SE DIRIGE

El escrito de interposición no se dirige 
directamente al Tribunal competente sino que 

se dirigirá al órgano administrativo que haya 
dictado el acto reclamable, que lo remitirá al 
Tribunal competente en el plazo de un mes 
junto con el expediente correspondiente.

En los casos de reclamaciones entre 
particulares, al no existir un órgano 
administrativo que haya dictado acto 
alguno, el escrito de interposición se dirigirá 
al tribunal competente para resolver la 
reclamación, que es el que corresponda 
al domicilio fiscal de quien interpone la 
reclamación.

ÓRGANO DESTINATARIO DE LA 
RECLAMACIÓN

La tramitación y resolución de las 
reclamaciones puede corresponder, según 
los casos, a un Tribunal Regional o Local o 
bien al Tribunal Económico-Administrativo 
Central, según el ámbito de sus respectivas 
competencias, a las que ya se ha hecho 
mención anteriormente.

LUGAR DE PRESENTACIÓN

La presentación de una reclamación 
económico-administrativa puede realizarse 
en cualquiera de los registros públicos y 
oficinas enumeradas en el artículo 38.4 de 
la Ley 30/1992, si bien normalmente se 
presentan en el propio Centro o Dependencia 
que hubiera dictado el acto administrativo 
que es objeto de la reclamación.

SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO

La mera interposición de una reclamación 
económico-administrativa no suspende por 
sí misma la ejecución del acto impugnado. 
Sin embargo, el interesado puede solicitar 
la suspensión de la ejecución del acto 
impugnado, presentando a tal efecto un 
escrito independiente del de la reclamación.

Existe una suspensión automática para 
actos de contenido económico siempre que 
a la solicitud de suspensión se acompañen 
los documentos justificativos de la garantía 
suficiente constituida y una copia de la 
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reclamación económico-administrativa ya 
presentada y del acto recurrido en ella. La 
garantía debe abarcar el importe de dicho 
acto, los intereses de demora que genere 
la suspensión y los recargos que pudieran 
proceder. Pero la Ley establece cuáles son las 
garantías necesarias para que prospere esta 
suspensión automática que, lógicamente, 
son las que aportan una mayor seguridad 
de cobro de la deuda: depósito de dinero o 
valores públicos, aval o fianza de carácter 
solidario de entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o certificado de seguro de 
caución o fianza personal y solidaria de otros 
contribuyentes de reconocida solvencia 
cuando el importe a avalar no sea superior 
a 1.500 euros. Si la reclamación se refiere 
a una sanción tributaria, la ejecución de la 
misma queda suspendida automáticamente 
como consecuencia de la presentación 
en tiempo y forma de la reclamación 
económico-administrativa, sin necesidad 
de aportar ninguna garantía y sin que sea 
preciso solicitar dicha suspensión. Es, por 
tanto, una suspensión automática que no 
requiere que ningún órgano la declare. 
También se podrá suspender la ejecución 
del acto recurrido, igualmente sin necesidad 
de aportar garantía, cuando se aprecie que 
al dictarlo se ha podido incurrir en error 
aritmético, material o de hecho. Corresponde 
declarar la suspensión al Tribunal, cuando 
se plantee en relación con una reclamación 
económico-administrativa.

En los demás casos, cuando el interesado 
no pueda aportar las garantías necesarias 
para obtener la suspensión automática, se 
acordará la suspensión previa presentación 
de otras garantías que se estimen 
suficientes, como hipoteca, prenda con o 
sin desplazamiento, etc. Para otorgar esta 
suspensión, el interesado debe justificar que 
no puede aportar ninguna de las garantías de 
la suspensión automática. El otorgamiento 
de esta suspensión corresponde al órgano 
de recaudación determinado en la norma 
de organización específica y no al Tribunal 
Económico-Administrativo que conozca de 
la reclamación.

Sin embargo, el Tribunal que conozca 
de la correspondiente reclamación podrá 
suspender la ejecución del acto con dispensa 
total (o parcial) de garantías cuando dicha 
ejecución pudiera causar perjuicios de 
difícil o imposible reparación, debiendo el 
interesado justificar que la ejecución pudiera 
causar los mencionados perjuicios.

Cuando se trate de actos que no tengan por 
objeto una deuda tributaria o cantidad líquida, 
el Tribunal Económico-Administrativo podrá 
suspender su ejecución cuando así lo solicite 
el interesado y justifique que su ejecución 
pudiera causar perjuicios de imposible o 
dificil reparación. Ejemplos de estos actos 
serían los requerimientos de información u 
otros deberes de colaboración.

La suspensión producida en el recurso de 
reposición se podrá mantener en la vía 
económico-administrativa y la suspensión 
de la ejecución del acto en vía económico-
administrativa se mantendrá durante la 
tramitación del procedimiento económico-
administrativo en todas sus instancias. 
También dispone la LGT que se mantendrá la 
suspensión producida en vía administrativa 
cuando el interesado comunique a la 
Administración tributaria en el plazo de 
interposición del recurso contencioso-
administrativo que ha interpuesto dicho 
recurso y ha solicitado la suspensión en 
el mismo. Dicha suspensión continuará, 
siempre que la garantía que se hubiese 
aportado en vía administrativa conserve 
su vigencia y eficacia, hasta que el órgano 
judicial adopte la decisión que corresponda 
en relación con la suspensión solicitada.

PROCEDIMIENTO ECONÓMICO-
ADMINISTRATIVO

La Ley General Tributaria distingue entre el 
Procedimiento General y el Procedimiento 
Abreviado.

Dentro del Procedimiento General, las 
reclamaciones económico-administrativas se 
tramitarán en única o en primera instancia, 
con los recursos que se establecen en la 
propia Ley. Estos recursos son: el recurso 
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de anulación, el de alzada ordinario, el 
extraordinario de alzada para la unificación 
de criterio, el extraordinario para la 
unificación de doctrina y el extraordinario de 
revisión.

El Procedimiento Abreviado ante órganos 
unipersonales es una novedad que se 
introduce por la Ley General Tributaria de 
2003 en la vía económico-administrativa 
con la finalidad de agilizar y mejorar la 
tramitación de las reclamaciones de cuantía 
inferior a 6.000 euros si se trata de cuotas o 
inferior a 72.000 euros si se trata de bases o 
valoraciones, reclamaciones en que sólo se 
alegue la inconstitucionalidad o ilegalidad de 
las normas, falta o defecto de notificación o 
insuficiente motivación o incongruencia del 
acto. Estas reclamaciones han de resolverse 
en única instancia, por lo que contra ellas no 
cabe el recurso de alzada ordinario ante el 
TEAC, pero sí los demás recursos previstos 
por la Ley. El plazo para dictar resolución es 
de 6 meses y el reclamante debe incorporar 
las alegaciones en el mismo escrito de 
interposición de la reclamación.

Como se ha visto anteriormente, las 
reclamaciones se dirigen al órgano que 
dictó el acto objeto de la reclamación. Tras 
su interposición, ese órgano administrativo 
lo remitirá al Tribunal competente en el 
plazo de un mes junto con el expediente 
correspondiente, al que podrá incorporar un 
informe si lo considera conveniente.

No obstante, cuando el escrito de 
interposición incluyese alegaciones, el 
órgano administrativo que dictó el acto 
podrá anular total o parcialmente el acto 
impugnado antes de la remisión del 
expediente al Tribunal dentro del plazo 
señalado en el párrafo anterior, siempre 
que no se hubiera presentado previamente 
recurso de reposición. En este caso, remitirá 
al Tribunal el nuevo acto dictado junto con el 
escrito de interposición.

Una vez que el Tribunal recibe la reclamación 
y el expediente administrativo, se inicia la 
tramitación, con actuaciones que pueden 
producirse antes de la fase de terminación y 

que se encaminan a completar el expediente, 
ponerlo de manifiesto a los interesados para 
que formulen alegaciones, solicitar informe 
al órgano que dictó el acto, práctica de la 
prueba y resolver las cuestiones incidentales.

No obstante, cuando de las alegaciones 
formuladas en el escrito de interposición 
de la reclamación o de los documentos 
adjuntados por el interesado resulten 
acreditados todos los datos necesarios para 
resolver o éstos puedan tenerse por ciertos, 
o cuando de aquellos resulte evidente un 
motivo de inadmisibilidad, el Tribunal 
puede prescindir de los anteriores trámites. 
En el caso del procedimiento abreviado, no 
existe el trámite de alegaciones, pues ya se 
incorporan al escrito inicial.

El procedimiento finalizará normalmente 
mediante resolución del Tribunal. También 
puede terminar por acuerdo motivado 
de archivo de las actuaciones, cuando se 
produzca la renuncia o el desistimiento del 
reclamante, la caducidad de la instancia o la 
satisfacción extraprocesal.

Los Tribunales no pueden abstenerse de 
resolver ninguna reclamación sometida a 
su conocimiento, sin que pueda alegarse 
duda racional o deficiencia en los preceptos 
legales. Las resoluciones dictadas deberán 
contener los antecedentes de hecho y los 
fundamentos de derecho en que se basen 
y decidirán todas las cuestiones que se 
susciten en el expediente, hayan sido o no 
planteadas por los interesados. La resolución 
podrá ser estimatoria total o parcialmente, 
desestimatoria o declarar la inadmisibilidad.

La duración del procedimiento en cualquiera 
de sus instancias será de un año contado 
desde la interposición de la reclamación, 
con la excepción de los seis meses del 
procedimiento abreviado. Transcurrido 
este plazo, el interesado podrá considerar 
desestimada la reclamación al objeto de 
interponer el recurso procedente. El Tribunal 
deberá resolver expresamente en todo 
caso. Los plazos para la interposición de 
los correspondientes recursos comenzarán 
a contarse desde el día siguiente al de la 
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notificación de la resolución expresa. Debe 
destacarse que una vez transcurrido el plazo 
para resolver sin que se haya notificado 
la correspondiente resolución, dejan de 
devengarse intereses de demora en contra 
del contribuyente.

La doctrina que de modo reiterado establezca 
el Tribunal Económico-Administrativo 
Central vinculará a los Tribunales 
económico-administrativos Regionales y 
Locales y al resto de la Administración 
tributaria. En cada Tribunal Económico-
Administrativo, la doctrina sentada por su 
Pleno vinculará a las Salas y la de ambos a los 
órganos unipersonales. Las resoluciones y 
los actos de la Administración tributaria que 
se fundamenten en la doctrina establecida 
conforme a este precepto lo harán constar 
expresamente. 

RECURSOS EN VÍA ECONÓMICO-
ADMINISTRATIVA

Como ya se ha señalado anteriormente, 
los recursos pertinentes en vía económico-
administrativa son el recurso de anulación, 
el recurso extraordinario para unificación de 
doctrina, el recurso de alzada ordinario, el 
de alzada extraordinario para la unificación 
de criterio y el extraordinario de revisión. A 
continuación se presenta un breve resumen 
de todos ellos.

El recurso de alzada ordinario puede 
interponerse ante el Tribunal Económico-
Administrativo Central contra las 
resoluciones dictadas en primera 
instancia por los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales y Locales, 
en el plazo de un mes contado desde el 
día siguiente al de la notificación de las 
resoluciones. Este recurso pueden utilizarlo 
no sólo los particulares interesados: también 
están legitimados los Directores Generales 
del Ministerio de Economía y Hacienda y los 
Directores de Departamento de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria en las 
materias de su competencia, así como los 
órganos equivalentes o asimilados de las 
Comunidades Autónomas en materia de 
tributos cedidos o recargos sobre tributos del 
Estado.

El recurso extraordinario de alzada para la 
unificación de criterio puede interponerse 
ante el Tribunal Económico-Administrativo 
Central por los Directores Generales del 
Ministerio de Economía y Hacienda o por los 
Directores de Departamento de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria 
respecto a las materias de su competencia, 
así como por los órganos equivalentes o 
asimilados de las Comunidades Autónomas 
en materia de tributos cedidos o recargos 
sobre tributos del Estado. Se dirige contra 
las resoluciones dictadas por los Tribunales 
económico-administrativos Regionales y 
Locales que no sean susceptibles de recurso 
de alzada ordinario, cuando no se adecuen 
a la doctrina del Tribunal Económico-
Administrativo Central o cuando apliquen 
criterios distintos a los empleados por 
otros tribunales económico-administrativos 
regionales o locales y estimen que son 
gravemente dañosas o erróneas.

El plazo para interponer este recurso 
extraordinario será de tres meses contados 
desde el día siguiente al de la notificación de la 
resolución. La resolución deberá dictarse en 
el plazo de seis meses y respetará la situación 
jurídica particular derivada de la resolución 
recurrida, unificando el criterio aplicable. 
Los criterios establecidos en las resoluciones 
de estos recursos serán vinculantes para los 
Tribunales económico-administrativos y 
para el resto de la Administración tributaria.

El recurso extraordinario para la unificación 
de doctrina puede interponerse por el Director 
General de Tributos del Ministerio de 
Economía y Hacienda contra las resoluciones 
en materia tributaria dictadas por el Tribunal 
Económico-Administrativo Central, cuando 
esté en desacuerdo con el contenido de 
dichas resoluciones. Será competente para 
resolver este recurso la Sala Especial para 
la Unificación de Doctrina, que es un nuevo 
órgano económico-administrativo creado, 
al igual que el recurso, por la Ley General 
Tributaria de 2003, al que ya nos hemos 
referido más arriba. La resolución deberá 
dictarse en el plazo de seis meses y respetará 
la situación jurídica particular derivada de 
la resolución recurrida, estableciendo la 
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doctrina aplicable, que será vinculante para 
los Tribunales Económico-Administrativos y 
para el resto de la Administración tributaria. 
También están legitimados para interponerlo 
los Directores Generales de Tributos de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía cuando el recurso 
tenga su origen en una resolución de algún 
órgano dependiente de estas Comunidades o 
Ciudades.

El recurso extraordinario de revisión por su 
parte podrá interponerse por los interesados 
contra los actos firmes de la Administración 
tributaria y contra las resoluciones firmes 
de los órganos económico-administrativos 
cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

• Que aparezcan documentos de valor 
esencial para la decisión del asunto que fueran 
posteriores al acto o resolución recurridos 
o de imposible aportación al tiempo de 
dictarse los mismos y que evidencien el error 
cometido.

• Que al dictar el acto o la resolución hayan 
influido esencialmente documentos o 
testimonios declarados falsos por sentencia 
judicial firme anterior o posterior a aquella 
resolución.

• Que el acto o la resolución se hubiese 
dictado como consecuencia de prevaricación, 
cohecho, violencia, maquinación fraudulenta 
u otra conducta punible y se haya declarado 
así en virtud de sentencia judicial firme.

El recurso se interpondrá en el plazo de tres 
meses a contar desde el conocimiento de 
los documentos o desde que quedó firme la 
sentencia judicial y el plazo de resolución es 
de un año.

El recurso de anulación cabe contra 
todo tipo de resoluciones y acuerdos 
cuando se alegue declaración incorrecta 
de inadmisibilidad, incorrecto archivo de 
actuaciones, declaración de inexistencia de 
alegaciones o pruebas que sí hubieran sido 
presentadas, o incongruencia completa y 
manifiesta. Es previo al recurso de alzada 

ordinario y el plazo de interposición es de 
15 días, disponiendo el Tribunal que dictó la 
reclamación o acuerdo impugnado de un mes 
para resolverlo, entendiéndose desestimado 
en caso contrario.

LA VÍA CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVA

A lo largo de este trabajo se ha reiterado 
la necesidad de agotar la vía económico-
administrativa para acudir a la jurisdicción 
ordinaria. Pues bien, el artículo 249 de 
la LGT señala que “las resoluciones que 
pongan fin a la vía económico-administrativa 
serán susceptibles de recurso contencioso-
administrativo ante el órgano jurisdiccional 
competente”.

La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-administrativa 
enumera en su artículo 6° los órganos 
encargados de este orden jurisdiccional: los 
Juzgados de lo contencioso-administrativo, 
los Juzgados Centrales de los Contencioso-
administrativo, las Salas de los Contencioso-
administrativo de los Tribunales Superiores 
de Justicia, la Sala de lo Contencioso-
administrativo de la Audiencia Nacional y 
la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Supremo.

Las resoluciones de los Tribunales 
Económico-administrativos Regionales y 
Locales que pongan fin a la vía administrativa 
(es decir, aquellas que por cuantía no 
pueden ser recurridas en alzada ordinaria 
ante el TEAC) pueden ser impugnadas 
en vía contencioso-administrativa ante 
los Tribunales Superiores de Justicia, que 
conocerán de ellas en única instancia. 
Estos Tribunales también son competentes 
para conocer de los recursos contra las 
resoluciones del Tribunal Económico 
Administrativo Central en materia de tributos 
cedidos a las Comunidades Autónomas. Al 
resolver en única instancia, sus Sentencias 
son susceptibles de recurso de casación por 
infracción de ley o doctrina legal, de casación 
para la unificación de doctrina y de casación 
en interés de la ley, cuya competencia 
corresponde al Tribunal Supremo.
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Por su parte, las resoluciones del Tribunal 
Económico Administrativo Central pueden 
ser recurridas por los interesados ante la 
Audiencia Nacional, con excepción de las 
antes señaladas para los tributos cedidos. 
Y contra las Sentencias de la Audiencia 
caben, ante el Tribunal Supremo, los mismos 
recursos de casación arriba apuntados.

No obstante lo señalado anteriormente, 
existen algunas excepciones a la posibilidad 
de interponer recurso de casación contra las 
Sentencias dictadas en única instancia por 
los Tribunales Superiores de Justicia y por 
la Audiencia Nacional. Así, el artículo 86 
de la Ley Reguladora exceptúa del citado 
recurso “... las recaídas, cualquiera que 
fuere la materia, en asuntos cuya cuantía no 
exceda de 150.000 euros... “, y en el caso 
de que la Sentencia que se pretende recurrir 
proceda de un Tribunal Superior de Justicia 
sólo cabe este recurso si el mismo “…
pretende fundarse en infracción de normas 
de Derecho estatal o comunitario europeo 
que sea relevante y determinante del fallo 
recurrido...”

Los pronunciamientos del Tribunal 
Supremo en los recursos de casación en 
interés de la Ley en ningún caso afectarán 
a las situaciones jurídicas creadas por 
las sentencias impugnadas. El recurso de 
casación en interés de la Ley se interpone, 
entre otros, por el Ministerio Fiscal o por la 
Administración General de! Estado cuando 
estimen gravemente dañosa para el interés 
general la sentencia dictada y únicamente 
podrá enjuiciarse a través de este recurso 
la correcta interpretación y aplicación de 
normas emanadas del Estado que hayan 
sido determinantes del fallo recurrido. Si la 
sentencia fuera estimatoria, fijará en el fallo 
la doctrina legal, publicándose en el Boletín 
Oficial del Estado y siendo vinculante, 
desde ese momento, para todos los jueces y 
tribunales. De este mismo efecto vinculante 
gozan los pronunciamientos del Tribunal 
Supremo en los recursos de casación para la 
unificación de doctrina.
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•	 ANEXO 1
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•	 ANEXO 2.A

•	 ANEXO 2.B

•	 ANEXO 2.C
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•	 ANEXO 2.D

•	  ANEXO 2.E

•	 ANEXO 2.F
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•	 ANEXO 3


